
 

 
Asociación Nacional de Abogados de Empresa, 

Colegio de Abogados, A.C. 
Homero No. 1933, Despacho 503, Col. Los Morales, 

Delegación Miguel Hidalgo, C.P. 11510, Ciudad de México. 
Tels. 5545-4546, 5250-6780, 5531-4101 

www.anade.org.mx 

 

 
 

Jurisprudencias y Tesis Aisladas 
   del Poder Judicial de la Federación 

Publicadas en el Semanario Judicial de la Federación  
 

22 de Junio de 2018 
 

Administrativo, Migratorio y del Transporte Anticorrupción y Cumplimiento Corporativo 
2 Jurisprudencias 

5 Tesis aisladas 
Sin publicaciones 

 
Ambiental Comercio Exterior 

5 Tesis aisladas Sin publicaciones 
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Sin publicaciones Sin publicaciones 
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Sin publicaciones 
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Novedad Fiscal. Decreto por el que se reforma el artículo 69-B del Código Fiscal de la Federación.  
Se anexa archivo de referencia. 
Novedad Comercio Exterior. Reformas a la Ley Aduanera. Se anexa archivo de referencia. 
 
 

ATENTAMENTE 
 

Lic. Karla Ortiz 
Comité de Derecho 

Constitucional y Amparo 

Lic. Noel Arias 
Comité de Derecho 

Constitucional y Amparo 

http://www.anade.org.mx/


 

 
Asociación Nacional de Abogados de Empresa, 

Colegio de Abogados, A.C. 
Homero No. 1933, Despacho 503, Col. Los Morales, 

Delegación Miguel Hidalgo, C.P. 11510, Ciudad de México. 
Tels. 5545-4546, 5250-6780, 5531-4101 

www.anade.org.mx 

 
 
 
 
 
 
 

Administrativo, Migratorio y del Transporte 
 

 
JURISPRUDENCIA. TURISMO. CUANDO EN LA DEMANDA DE AMPARO SE SEÑALAN COMO ACTOS 
RECLAMADOS DIVERSOS PRECEPTOS DE LA LEY GENERAL RELATIVA, OMITIENDO REFERIRSE 
EXPRESAMENTE A LOS ARTÍCULOS 4, FRACCIÓN XII Y 69, PERO SE IMPUGNAN EN LOS CONCEPTOS 
DE VIOLACIÓN, SIN QUE EL JUEZ DE DISTRITO REQUIRIERA AL QUEJOSO PARA QUE ACLARARA, DEBE 
ORDENARSE LA REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO.  
 
JURISPRUDENCIA. COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD. LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 112/2006 
SIGUE SIENDO APLICABLE A LOS ACTOS QUE REALIZA EN RELACIÓN CON LA DETERMINACIÓN Y 
RECAUDACIÓN DEL PAGO DE DERECHOS POR EL SERVICIO DE ALUMBRADO PÚBLICO, CONFORME A 
LA LEY DE AMPARO VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013.  
 
TESIS AISLADA. ANUNCIOS PUBLICITARIOS MÓVILES. NO EXISTE ANTINOMIA ENTRE LOS ARTÍCULOS 
10, FRACCIONES XII Y XIII, 26, 39 Y 56, FRACCIÓN III, DEL REGLAMENTO DE ANUNCIOS Y PUBLICIDAD 
PARA EL MUNICIPIO DE ZAPOPAN, JALISCO QUE LOS REGULAN, Y LA LEY DE MOVILIDAD Y 
TRANSPORTE DEL ESTADO Y SU REGLAMENTO.  
 
TESIS AISLADA. NORMAS GENERALES QUE REGULAN EL SERVICIO PÚBLICO DE TRANSPORTE DE 
PASAJEROS EN EL ESTADO DE QUINTANA ROO. EL PRIMER ACTO DE APLICACIÓN EN EL AMPARO 
INDIRECTO PROMOVIDO EN SU CONTRA POR VIOLACIÓN A LOS DERECHOS HUMANOS A LA LIBERTAD 
DE TRABAJO Y DE ASOCIACIÓN, LO CONSTITUYE EL LEVANTAMIENTO DEL ACTA DE INSPECCIÓN POR 
LA DIRECCIÓN DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES LOCAL.  
 
TESIS AISLADA. TRÁNSITO, TRANSPORTE Y EXPLOTACIÓN DE VÍAS Y CARRETERAS DEL ESTADO DE 
QUINTANA ROO. EL ARTÍCULO 31 BIS DE LA LEY RELATIVA, AL ESTABLECER QUE PARA PRESTAR EL 
SERVICIO PÚBLICO DE TRANSPORTE DE PASAJEROS MEDIANTE EL USO DE PLATAFORMAS 
TECNOLÓGICAS SE REQUIERE CONTAR CON UNA CONCESIÓN, NO CONTRAVIENE EL DERECHO 
HUMANO A LA IGUALDAD.  
 
TESIS AISLADA. SERVICIO PÚBLICO DE TRANSPORTE DE PASAJEROS MEDIANTE EL USO DE 
PLATAFORMAS TECNOLÓGICAS EN EL ESTADO DE QUINTANA ROO. SUS CARACTERÍSTICAS. 
 
TESIS AISLADA. SERVICIO PÚBLICO DE TRANSPORTE DE PASAJEROS. EL ARTÍCULO 31 BIS, SEGUNDO 
PÁRRAFO, DE LA LEY DE TRÁNSITO, TRANSPORTE Y EXPLOTACIÓN DE VÍAS Y CARRETERAS DEL 
ESTADO DE QUINTANA ROO, NO CONTRAVIENE EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA.  
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Ambiental 
 

TESIS AISLADA. MEDIO AMBIENTE SANO. SU RELACIÓN CON EL DESARROLLO SUSTENTABLE Y 
OTROS DERECHOS FUNDAMENTALES QUE INTERVIENEN EN SU PROTECCIÓN.  
 
TESIS AISLADA. MEDIO AMBIENTE SANO. PRINCIPIOS APLICABLES A SU PROTECCIÓN, 
CONSTITUCIONALMENTE RECONOCIDA.  
 
TESIS AISLADA. MANGLARES O HUMEDALES COSTEROS. BASES CONSTITUCIONALES Y LEGALES DE 
SU PROTECCIÓN POR LOS ÓRDENES DE GOBIERNO FEDERAL, ESTATAL Y MUNICIPAL.  
 
TESIS AISLADA. INTERÉS LEGÍTIMO COLECTIVO EN EL AMPARO INDIRECTO. ASPECTOS QUE DEBE 
CONSIDERAR EL JUEZ DE DISTRITO PARA DETERMINAR SI SE ACTUALIZA, CUANDO EL JUICIO SE 
PROMUEVE EN DEFENSA DEL DERECHO HUMANO A UN MEDIO AMBIENTE SANO.  
 
TESIS AISLADA. DERECHO HUMANO A UN MEDIO AMBIENTE SANO. FINALIDAD DEL CONSTITUYENTE 
PERMANENTE AL ESTATUIRLO, EN RELACIÓN CON LA REVISIÓN POR LOS TRIBUNALES NACIONALES 
DE LA CONFORMIDAD DE LOS ACTOS U OMISIONES DE LA AUTORIDAD CON SU PLENA REALIZACIÓN.  
 

Constitucional y Amparo 
 

JURISPRUDENCIA. DESISTIMIENTO DEL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO O DE NULIDAD. EL 
PROPUESTO EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO NO SURTE EFECTO ALGUNO EN EL PROPIO MEDIO DE 
CONTROL CONSTITUCIONAL.  
 
JURISPRUDENCIA. REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. ES IMPROCEDENTE CUANDO LOS AGRAVIOS 
TENDENTES A COMBATIR LA DECLARATORIA DE INOPERANCIA DEL TEMA DE CONSTITUCIONALIDAD 
CUYO ESTUDIO FUE OMITIDO POR EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO RESULTEN IGUALMENTE 
INOPERANTES.  
 
JURISPRUDENCIA. COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD. LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 112/2006 
SIGUE SIENDO APLICABLE A LOS ACTOS QUE REALIZA EN RELACIÓN CON LA DETERMINACIÓN Y 
RECAUDACIÓN DEL PAGO DE DERECHOS POR EL SERVICIO DE ALUMBRADO PÚBLICO, CONFORME A 
LA LEY DE AMPARO VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013.  
 
TESIS AISLADA. CATASTRO MUNICIPAL DEL ESTADO DE GUERRERO. LA LEY RELATIVA NÚMERO 676, 
PUBLICADA EN EL PERIÓDICO OFICIAL DE LA ENTIDAD EL 3 DE ENERO DE 1984, CARECE DE VALIDEZ 
Y ES INCONSTITUCIONAL, AL NO HABER SIDO REFRENDADO EL DECRETO CORRESPONDIENTE POR 
EL SECRETARIO DEL RAMO.  
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Penal 
 
JURISPRUDENCIA. DETENCIÓN EN FLAGRANCIA. SE ACTUALIZA SI INMEDIATAMENTE DESPUÉS DE 
QUE EL SUJETO ACTIVO COMETIÓ EL HECHO DELICTIVO, SE LE PERSIGUIÓ MATERIALMENTE SIN 
 INTERRUPCIÓN ALGUNA POR MEDIO DEL MONITOREO DE LAS CÁMARAS DE SEGURIDAD PÚBLICA 
INSTALADAS EN EL LUGAR DEL EVENTO (LEGISLACIÓN APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO).  
 
JURISPRUDENCIA. DELITOS PERSEGUIBLES POR QUERELLA. REQUISITOS PARA QUE EL 
APODERADO JURÍDICO DEL OFENDIDO PUEDA INTERVENIR EN LA FASE INDAGATORIA PREVISTOS 
EN EL ARTÍCULO 152, TERCER PÁRRAFO, DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL 
ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.  
 
TESIS AISLADA. PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL EN EL DELITO CONTRA LOS DERECHOS DE 
AUTOR PREVISTO EN EL ARTÍCULO 427 DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL. SI SE TRATA DE LA FALSA 
ATRIBUCIÓN DE LA AUTORÍA DE OBRAS LITERARIAS, CIENTÍFICAS O ARTÍSTICAS, EL CÓMPUTO DEL 
TÉRMINO DE UN AÑO PARA QUE OPERE, INICIA A PARTIR DE QUE LA VÍCTIMA TUVO CONOCIMIENTO 
DE LA DISTRIBUCIÓN DE AQUÉLLAS A UNA PLURALIDAD DE PERSONAS, SIN QUE REQUIERA, 
NECESARIAMENTE, SU INCORPORACIÓN A UN ACERVO BIBLIOTECARIO.  
 
TESIS AISLADA. JUICIO ESPECIAL HIPOTECARIO. EL ACUERDO EN EL QUE SE ORDENA AL QUEJOSO 
LA ENTREGA DEL INMUEBLE ADJUDICADO AL TERCERO INTERESADO ES IMPUGNABLE MEDIANTE EL 
JUICIO DE AMPARO INDIRECTO, SIN QUE SEA RELEVANTE SI LA ENTREGA ESTÁ SUJETA A UNA 
MEDIDA DE APREMIO O SU ULTERIOR EJECUCIÓN.  
 
TESIS AISLADA. INMEDIATEZ PROCESAL EN MATERIA PENAL. ANTE LA RETRACTACIÓN DE UN 
TESTIGO, ESE PRINCIPIO NO OPERA EN AUTOMÁTICO, POR LO QUE PARA OTORGARLE A ÉSTA VALOR 
PROBATORIO Y, EN SU CASO, EFICACIA DEMOSTRATIVA, DEBEN SATISFACERSE LOS REQUISITOS 
QUE LE DAN SENTIDO.  
 
TESIS AISLADA. INCIDENTE DE FALTA DE PERSONALIDAD DE ALGUNA DE LAS PARTES EN EL 
SISTEMA ACUSATORIO ORAL. CONTRA LA DETERMINACIÓN DICTADA EN ÉSTE, CONSISTENTE EN NO 
RECONOCER EL CARÁCTER DE VÍCTIMA U OFENDIDO, NO PROCEDE RECURSO ALGUNO, POR NO 
ESTAR PREVISTO EXPRESAMENTE EN EL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES.  
 
TESIS AISLADA. DELITOS EN MATERIA DE DERECHOS DE AUTOR. EL ELEMENTO NORMATIVO 
"PUBLICACIÓN" DEL TIPO PENAL PREVISTO EN EL ARTÍCULO 427 DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL, SE 
ACTUALIZA CON LA DISTRIBUCIÓN DE LA OBRA MATERIA DE LA CAUSA A UNA PLURALIDAD DE 
PERSONAS.  
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Tecnologías de la Información y Datos Personales 
 

TESIS AISLADA. DERECHO DE RÉPLICA. SU PROCEDENCIA ANTE LA DIVULGACIÓN DE HECHOS 
FALSOS O INEXACTOS NO VULNERA EL DERECHO A LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN.  
 
TESIS AISLADA. DERECHO DE RÉPLICA. SU PROCEDENCIA ANTE LA DIVULGACIÓN DE HECHOS 
FALSOS O INEXACTOS NO DEPARA UNA INJERENCIA INDEBIDA AL LIBRE EJERCICIO DE LA 
PROFESIÓN NOTICIOSA, PERIODÍSTICA O COMUNICATIVA DE LOS SUJETOS OBLIGADOS.  
 
TESIS AISLADA. DERECHO DE RÉPLICA. EL ARTÍCULO 7 DE LA LEY QUE LO REGULA NO VULNERA EL 
DERECHO A LA VIDA E INTEGRIDAD DE LAS PERSONAS DEDICADAS AL PERIODISMO O AL PROCESO 
INFORMATIVO.  

 
TESIS AISLADA. DERECHO DE RÉPLICA. LA LEY QUE LO REGULA NO IMPONE A LOS SUJETOS 
OBLIGADOS EL DEBER DE EJERCER FUNCIONES JURISDICCIONALES.  
 
 
 

Fiscal 
 
JURISPRUDENCIA. DESISTIMIENTO DEL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO O DE NULIDAD. EL 
PROPUESTO EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO NO SURTE EFECTO ALGUNO EN EL PROPIO MEDIO DE 
CONTROL CONSTITUCIONAL.  
 
TESIS AISLADA. PAGO DE LO INDEBIDO. LO CONSTITUYE EL REALIZADO COMO CONSECUENCIA DE UN 
CRÉDITO FISCAL RESPECTO DEL CUAL SE DECLARÓ LA NULIDAD DE LOS ACTOS DE SU 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE EJECUCIÓN, POR ACTUALIZARSE LA PRESCRIPCIÓN DE LAS 
FACULTADES DE COBRO DE LA AUTORIDAD Y, POR TANTO, ES SUSCEPTIBLE DE DEVOLUCIÓN, EN 
TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 22, CUARTO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.  
 
TESIS AISLADA. NEGATIVA DE LA SUSPENSIÓN DE LA EJECUCIÓN DEL ACTO ADMINISTRATIVO 
IMPUGNADO RESUELTA POR LA AUTORIDAD FISCAL. AL ELIMINARSE LA POSIBILIDAD DE 
CONTROVERTIRLA EN LA VÍA INCIDENTAL, CON MOTIVO DE LA REFORMA AL ARTÍCULO 28, PRIMER 
PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, PUBLICADA 
EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 10 DE DICIEMBRE DE 2010, PUEDE IMPUGNARSE 
MEDIANTE UN JUICIO DE NULIDAD INDEPENDIENTE.  
 
TESIS AISLADA. ESTÍMULO FISCAL. EL ARTÍCULO TERCERO TRANSITORIO, FRACCIONES II, III Y IV, DE 
LAS DISPOSICIONES DE VIGENCIA TEMPORAL DEL DECRETO DE REFORMAS A LA LEY DEL IMPUESTO 
SOBRE LA RENTA, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE NOVIEMBRE DE 
2015, QUE LO PREVÉ, NO CONTRAVIENE EL PRINCIPIO DE COMPETITIVIDAD O LIBRE 
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.  
 
TESIS AISLADA. IMPUESTOS ADICIONALES. LOS ARTÍCULOS 36 A 41 DE LA LEY NÚMERO 134 DE 
INGRESOS PARA EL MUNICIPIO DE ACAPULCO DE JUÁREZ DEL ESTADO DE GUERRERO, PARA EL 
EJERCICIO FISCAL 2016 QUE LOS PREVÉN, AL NO PARTICIPAR DE LA MISMA NATURALEZA JURÍDICA 
DEL TRIBUTO PRIMIGENIO, NI REFLEJAR LA VERDADERA CAPACIDAD CONTRIBUTIVA DE LOS 
CAUSANTES, VIOLAN EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA.  
 
TESIS AISLADA. CATASTRO MUNICIPAL DEL ESTADO DE GUERRERO. LA LEY RELATIVA NÚMERO 676, 
PUBLICADA EN EL PERIÓDICO OFICIAL DE LA ENTIDAD EL 3 DE ENERO DE 1984, CARECE DE VALIDEZ 
Y ES INCONSTITUCIONAL, AL NO HABER SIDO REFRENDADO EL DECRETO CORRESPONDIENTE POR 
EL SECRETARIO DEL RAMO.  
 

Derecho Privado de Empresa 
 
 
JURISPRUDENCIA. PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN CAMBIARIA. LAS CAUSAS QUE LA INTERRUMPEN 
EN RELACIÓN CON EL AVALADO, NO LO HACEN RESPECTO DEL AVALISTA, QUIEN ES UN OBLIGADO 
CAMBIARIO MÁS DEL TÍTULO DE CRÉDITO.  
 

Telecomunicaciones 
 
TESIS AISLADA. CONTRAPRESTACIÓN POR LA PRÓRROGA DE CONCESIONES PARA USAR, EXPLOTAR 
O APROVECHAR EL ESPECTRO RADIOELÉCTRICO. AL NO COBRARSE DE MANERA REGULAR, LE ES 
INAPLICABLE LA REGLA PREVISTA PARA LA APROBACIÓN DE LOS APROVECHAMIENTOS EN EL 
ARTÍCULO 10, TERCER PÁRRAFO, DE LA LEY DE INGRESOS DE LA FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO 
FISCAL DE 2016.  
 
TESIS AISLADA. CONCESIONES PARA USAR, EXPLOTAR O APROVECHAR EL ESPECTRO 
RADIOELÉCTRICO. REQUISITOS QUE DEBE CONTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE SE DETERMINE EL 
MONTO DE LA CONTRAPRESTACIÓN POR SU OTORGAMIENTO O PRÓRROGA.  
 
TESIS AISLADA. CONCESIONES PARA USAR, EXPLOTAR O APROVECHAR EL ESPECTRO 
RADIOELÉCTRICO. LOS CONCESIONARIOS CARECEN DEL DERECHO PARA INTERVENIR EN LA 
DETERMINACIÓN DE LAS CONDICIONES QUE SE LES FIJARÁN Y EL MONTO QUE DEBAN CUBRIR POR 
SU OTORGAMIENTO, PRÓRROGA O MODIFICACIÓN.  
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Administrativo, Migratorio y del Transporte 
 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2017284  

Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 22 de junio de 2018 10:28 h  

Materia(s): (Común)  
Tesis: 2a./J. 75/2018 (10a.)  

 
TURISMO. CUANDO EN LA DEMANDA DE AMPARO SE SEÑALAN COMO ACTOS RECLAMADOS 
DIVERSOS PRECEPTOS DE LA LEY GENERAL RELATIVA, OMITIENDO REFERIRSE EXPRESAMENTE A 
LOS ARTÍCULOS 4, FRACCIÓN XII Y 69, PERO SE IMPUGNAN EN LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, SIN 
QUE EL JUEZ DE DISTRITO REQUIRIERA AL QUEJOSO PARA QUE ACLARARA, DEBE ORDENARSE LA 
REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO. Conforme a la fracción IV del artículo 93 de la Ley de Amparo, si el 
órgano jurisdiccional que conoce del recurso de revisión encontrare que por acción u omisión se 
violaron las reglas fundamentales que norman el procedimiento del juicio de amparo, siempre que 
tales violaciones hayan trascendido al resultado del fallo, revocará la resolución recurrida y mandará 
reponer el procedimiento. En ese sentido, cuando en la demanda de amparo se señalan como actos 
reclamados diversos preceptos de la Ley General de Turismo con motivo de la expedición de los 
acuerdos que regulan tanto al Registro Nacional de Turismo, como al Sistema de Clasificación 
Hotelera, pero en el apartado correspondiente no se refiere expresamente a los artículos 4, fracción 
XII y 69 de la propia ley, sino que se impugnan únicamente en los conceptos de violación y, no obstante 
ello, el Juez de Distrito no requirió al quejoso para precisar si esos artículos los reclamaba o no de 
forma destacada, al conocer del recurso de revisión el órgano correspondiente debe ordenar la 
reposición del procedimiento, ya que la omisión del juzgador se traduce en la indebida integración de 
la litis constitucional, lo cual afecta a las partes, por lo que tal irregularidad puede trascender al 
resultado del fallo. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 411/2017. Hotel Normandie, S.A. de C.V. 23 de agosto de 2017. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina 
Mora I. Secretario: Eduardo Romero Tagle. 
 
Amparo en revisión 390/2017. Operadora Turística Pama, S.A. de C.V. 13 de septiembre de 2017. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José  
 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue. 
 
Amparo en revisión 433/2017. Hotelera y Operadora Sol, S.A. de C.V. 11 de octubre de 2017. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco  
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González Salas y Eduardo Medina Mora I. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Secretario: Oscar Vázquez Moreno. 
 
Amparo en revisión 720/2017. Desarrollo Sebastián del Piombo, S.A. de C.V. 15 de noviembre de 2017. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez. 
 
Amparo en revisión 885/2017. Hoteles Colonial, S.A. de C.V. 22 de noviembre de 2017. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas y Eduardo Medina Mora I. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina 
Mora I. Secretario: Eduardo Romero Tagle. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 

http://www.anade.org.mx/


 

 
Asociación Nacional de Abogados de Empresa, 

Colegio de Abogados, A.C. 
Homero No. 1933, Despacho 503, Col. Los Morales, 

Delegación Miguel Hidalgo, C.P. 11510, Ciudad de México. 
Tels. 5545-4546, 5250-6780, 5531-4101 

www.anade.org.mx 

 
 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2017214  

Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 22 de junio de 2018 10:28 h  

Materia(s): (Común, Administrativa)  
Tesis: 2a./J. 71/2018 (10a.)  

 
COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD. LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 112/2006 SIGUE SIENDO 
APLICABLE A LOS ACTOS QUE REALIZA EN RELACIÓN CON LA DETERMINACIÓN Y RECAUDACIÓN DEL 
PAGO DE DERECHOS POR EL SERVICIO DE ALUMBRADO PÚBLICO, CONFORME A LA LEY DE AMPARO 
VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013. La anterior integración de la Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación determinó que la Comisión Federal de Electricidad no realiza actos de 
autoridad para efectos del juicio de amparo cuando determina y recauda el pago de derechos por el 
servicio de alumbrado público, en observancia a diversas leyes locales y conforme al convenio que 
celebre con las autoridades de ese nivel de gobierno. A pesar de que dicho criterio fue emitido 
conforme a la Ley de Amparo de 1936 abrogada, sigue siendo aplicable en términos del artículo sexto 
transitorio de la Ley que la sustituyó, porque a pesar de que ésta prevea la posibilidad de promover un 
juicio de amparo contra actos de particulares que sean equivalentes a los de autoridad, ambas 
legislaciones coinciden en condicionar su procedencia a la existencia de una función prevista en una 
norma jurídica, y cuyo efecto repercuta de manera unilateral y obligatoria en el ámbito de derechos de 
cierta persona. Esta situación no se actualiza cuando la Comisión Federal de Electricidad da a conocer 
las cantidades que el gobernado debe pagar por concepto de derechos por el servicio de alumbrado 
público en el aviso-recibo, pues esa facultad no implica otorgarle atribuciones para ejecutar el cobro, 
mismas que se reservan a las autoridades municipales. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Contradicción de tesis 91/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero en 
Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito y Tercero del Vigésimo Séptimo 
Circuito. 23 de mayo de 2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votaron con reserva de criterio José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: José Omar Hernández Salgado. 
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ANUNCIOS PUBLICITARIOS MÓVILES. NO EXISTE ANTINOMIA ENTRE LOS ARTÍCULOS 10, FRACCIONES 
XII Y XIII, 26, 39 Y 56, FRACCIÓN III, DEL REGLAMENTO DE ANUNCIOS Y PUBLICIDAD PARA EL 
MUNICIPIO DE ZAPOPAN, JALISCO QUE LOS REGULAN, Y LA LEY DE MOVILIDAD Y TRANSPORTE DEL 
ESTADO Y SU REGLAMENTO. El artículo 2o. del reglamento municipal mencionado, en concordancia 
con la exposición de motivos que generó su expedición, permite establecer que el objetivo primordial 
que persigue dicho ordenamiento es regular la actividad comercial publicitaria en sus diferentes 
modalidades, a fin de garantizar certeza jurídica en el desarrollo sustentable, así como la seguridad 
física, ambiental y material de los habitantes del Municipio de Zapopan, Jalisco y sus bienes, para 
proteger el derecho humano a un medio ambiente adecuado para el desarrollo y bienestar libre de toda 
contaminación visual, así como los relativos a la cultura y a la salud. Por su parte, la materia que regula 
tanto la Ley de Movilidad y Transporte del Estado, como su reglamento, versa, fundamentalmente, 
sobre el servicio público de tránsito. Ahora bien, los artículos 10, fracciones XII y XIII, 26, 39 y 56, 
fracción III, del reglamento municipal citado establecen la prohibición de portar anuncios móviles en 
cualquier medio de transporte de propiedad privada, destinados específicamente a difundir publicidad 
con fines comerciales, con el propósito de proteger los derechos humanos señalados y responder así 
al objetivo primordial perseguido, propio de su esfera competencial exclusiva, según el artículo 115, 
fracciones II y III, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. En consecuencia, dichas 
disposiciones reglamentarias no se contraponen a la legislación y reglamento estatales aludidos, 
pues la finalidad de éstos atañe exclusivamente al servicio público de tránsito en la entidad, lo cual 
difiere ostensiblemente con el objeto específico de aquéllas. Por tanto, no existe antinomia entre los 
preceptos reglamentarios municipales invocados que regulan los anuncios publicitarios móviles y los 
ordenamientos estatales relativos al servicio público de tránsito, en tanto que unos y otros se ocupan 
de situaciones de hecho y de derecho diferentes, atento a sus correspondientes objetivos que también 
son distintos, en razón de la materia. 
 
QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 351/2017. Omar Mujica Pérez. 25 de enero de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: 
Juan José Rosales Sánchez. Secretario: José de Jesús Flores Herrera. 
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NORMAS GENERALES QUE REGULAN EL SERVICIO PÚBLICO DE TRANSPORTE DE PASAJEROS EN EL 
ESTADO DE QUINTANA ROO. EL PRIMER ACTO DE APLICACIÓN EN EL AMPARO INDIRECTO 
PROMOVIDO EN SU CONTRA POR VIOLACIÓN A LOS DERECHOS HUMANOS A LA LIBERTAD DE 
TRABAJO Y DE ASOCIACIÓN, LO CONSTITUYE EL LEVANTAMIENTO DEL ACTA DE INSPECCIÓN POR LA 
DIRECCIÓN DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES LOCAL. Los artículos 3o., 30, 31, 31 Bis y 32 de la 
Ley de Tránsito, Transporte y Explotación de Vías y Carreteras; 12 y 13 del Reglamento de Transporte y 
Explotación de Vías y Carreteras; y, 215 y 216 del Reglamento de Tránsito, todos del Estado de Quintana 
Roo, regulan el servicio público de transporte de pasajeros, cuyas notas características son: a) la 
utilización de las vías y carreteras de la entidad; b) la percepción de una remuneración económica; c) 
la satisfacción de las necesidades en materia de autotransporte; y, d) la autorización del Ejecutivo 
estatal mediante concesión. Asimismo, establecen que los vehículos de servicio público de transporte 
de pasajeros podrán pactar sus servicios por medio de contrato verbal, escrito, electrónico, 
informático, de Internet, correo electrónico y teléfono, incluyendo celulares y/o plataformas 
tecnológicas. Ahora bien, de los artículos 82 de la ley, así como 3o., 6o., 9o., 10, 91 y 109 del reglamento 
mencionados en primer y segundo lugares, respectivamente, se advierte que corresponde al director 
de Comunicaciones y Transportes local y a sus inspectores, entre otras atribuciones, vigilar el 
cumplimiento y aplicación de esos ordenamientos. Así, para la vigilancia del servicio público de 
transporte de pasajeros se establece un procedimiento que inicia con el levantamiento de las actas de 
inspección en las que los inspectores hacen constar las condiciones que estimen infractoras, para 
turnarlas posteriormente al director de Comunicaciones y Transportes para su calificación y sanción, 
que puede consistir en una amonestación o multa, entre otras. En ese sentido, el primer acto de 
aplicación en el amparo indirecto promovido contra las normas generales que regulan el servicio 
público de transporte, cuando se reclama una violación a los derechos humanos a la libertad de trabajo 
y de asociación, lo constituye el levantamiento del acta de inspección, al ser en ese acto administrativo 
en el que el funcionario actuante hace constar las condiciones que estima infractoras, entre otras 
causas, por falta de autorización por el Ejecutivo del Estado y, como medida de control, detiene el 
vehículo, impidiéndole al conductor prestar el servicio. Es decir, a partir de ese momento se impide que 
lo brinde, pues con independencia de la calificación que emita el director de Comunicaciones y 
Transportes mencionado sobre los hechos u omisiones observados durante la inspección, el vehículo, 
instrumento fundamental para la prestación del servicio, se detiene. 
 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
Amparo en revisión 559/2017. Leonor Padilla Pérez y otro. 1 de febrero de 2018. Mayoría de votos. 
Disidente: Jorge Mercado Mejía. Ponente: Juan Ramón Rodríguez Minaya. Secretaria: Casandra Arlette 
Salgado Sánchez. 
 
 
 

 
 

http://www.anade.org.mx/


 

 
Asociación Nacional de Abogados de Empresa, 

Colegio de Abogados, A.C. 
Homero No. 1933, Despacho 503, Col. Los Morales, 

Delegación Miguel Hidalgo, C.P. 11510, Ciudad de México. 
Tels. 5545-4546, 5250-6780, 5531-4101 

www.anade.org.mx 

 
 
 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2017283  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 22 de junio de 2018 10:28 h  

Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: XXVII.3o.61 A (10a.)  

 
TRÁNSITO, TRANSPORTE Y EXPLOTACIÓN DE VÍAS Y CARRETERAS DEL ESTADO DE QUINTANA ROO. 
EL ARTÍCULO 31 BIS DE LA LEY RELATIVA, AL ESTABLECER QUE PARA PRESTAR EL SERVICIO 
PÚBLICO DE TRANSPORTE DE PASAJEROS MEDIANTE EL USO DE PLATAFORMAS TECNOLÓGICAS SE 
REQUIERE CONTAR CON UNA CONCESIÓN, NO CONTRAVIENE EL DERECHO HUMANO A LA IGUALDAD. 
El artículo 31 Bis de la Ley de Tránsito, Transporte y Explotación de Vías y Carreteras del Estado de 
Quintana Roo, al establecer que para la prestación del servicio de transporte de pasajeros mediante el 
uso de plataformas tecnológicas será necesario contar con una concesión que al efecto otorgue el 
titular del Poder Ejecutivo local, no contraviene el derecho humano a la igualdad, en tanto que dicha 
disposición se aplica de modo uniforme a todas las personas que se encuentren en una misma 
situación, es decir, a quienes utilicen las vías y carreteras estatales; perciban una remuneración 
económica por dicho servicio y, a la vez, cubran las necesidades que, en materia de autotransporte, se 
requieran para el desarrollo de la entidad, independientemente de que sean pactados por medio de 
contrato verbal, escrito, o bien, de cualquier plataforma tecnológica (Internet, correo electrónico, 
teléfonos celulares y/o aplicaciones o programas utilizados por dichos medios). Además, la medida 
legislativa es idónea, al generar certidumbre para los gobernados respecto a las consecuencias de 
sus actos y acotar las atribuciones de las autoridades para impedir actuaciones arbitrarias. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 559/2017. Leonor Padilla Pérez y otro. 1 de febrero de 2018. Mayoría de votos. 
Disidente: Jorge Mercado Mejía. Ponente: Juan Ramón Rodríguez Minaya. Secretaria: Casandra Arlette 
Salgado Sánchez. 
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SERVICIO PÚBLICO DE TRANSPORTE DE PASAJEROS MEDIANTE EL USO DE PLATAFORMAS 
TECNOLÓGICAS EN EL ESTADO DE QUINTANA ROO. SUS CARACTERÍSTICAS. El artículo 31 Bis de la Ley 
de Tránsito, Transporte y Explotación de Vías y Carreteras del Estado de Quintana Roo establece, entre 
otros supuestos, que los vehículos de servicio público de transporte de pasajeros podrán pactar sus 
servicios por medio de servicios electrónicos, informáticos, de Internet, de correo electrónico, de 
teléfono, incluyendo celulares y/o aplicaciones o programas utilizados por dichos medios. Ahora, el 
servicio de la plataforma tecnológica consiste en poner en contacto a un conductor con una persona 
que desea realizar un desplazamiento urbano mediante una remuneración, para lo cual se utiliza una 
aplicación para teléfonos inteligentes, sin la cual aquél no estaría en condiciones de prestar el servicio 
de transporte y ésta no podría recurrir a él. En ese sentido, la empresa titular de la plataforma crea una 
oferta de servicios de transporte accesible por medio de herramientas informáticas y cuyo 
funcionamiento general organiza en favor de las personas que deseen recurrir a ésta, es decir, 
establece las condiciones decisivas sobre el servicio, entre ellas, el precio máximo por el recorrido. 
Luego, no se está frente a un servicio de intermediación en estricto sentido, sino a la creación de una 
oferta de servicios de transporte urbano que, aunque cuente con características especiales, se ubica 
dentro de la regulación normativa que exige una concesión, al estar dirigida a satisfacer de manera 
regular, continua, uniforme y adecuada una necesidad colectiva de interés general, como lo es el de 
transporte de pasajeros. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 559/2017. Leonor Padilla Pérez y otro. 1 de febrero de 2018. Mayoría de votos. 
Disidente: Jorge Mercado Mejía. Ponente: Juan Ramón Rodríguez Minaya. Secretaria: Casandra Arlette 
Salgado Sánchez. 
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SERVICIO PÚBLICO DE TRANSPORTE DE PASAJEROS. EL ARTÍCULO 31 BIS, SEGUNDO PÁRRAFO, DE 
LA LEY DE TRÁNSITO, TRANSPORTE Y EXPLOTACIÓN DE VÍAS Y CARRETERAS DEL ESTADO DE 
QUINTANA ROO, NO CONTRAVIENE EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA. El precepto citado, al 
establecer que no será servicio público de transporte de pasajeros el que pretenda brindarse o se 
brinde por particulares sin la autorización del titular del Poder Ejecutivo del Estado mediante 
concesión, independientemente de que ese servicio se haya solicitado o pactado por medio de contrato 
verbal, escrito o servicios electrónicos, informáticos, de Internet, de correo electrónico, de teléfono, 
incluyendo celulares y/o aplicaciones o programas utilizados por dichos medios y, además, que la 
realización de esa actividad será sancionada, no contraviene el principio de seguridad jurídica, porque 
no deja al arbitrio de la autoridad la interpretación de la norma. Por el contrario, el legislador 
estableció que el servicio público de transporte de pasajeros es la actividad que se realiza, previa 
autorización del Ejecutivo local, consistente en el traslado de pasajeros en vehículos que utilicen las 
vías y carreteras de la entidad, por el cual se recibe una remuneración, con independencia de la forma 
en que se pacte el servicio. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 559/2017. Leonor Padilla Pérez y otro. 1 de febrero de 2018. Mayoría de votos. 
Disidente: Jorge Mercado Mejía. Ponente: Juan Ramón Rodríguez Minaya. Secretaria: Casandra Arlette 
Salgado Sánchez. 
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MEDIO AMBIENTE SANO. SU RELACIÓN CON EL DESARROLLO SUSTENTABLE Y OTROS DERECHOS 
FUNDAMENTALES QUE INTERVIENEN EN SU PROTECCIÓN. Los principios 2, 3, 4, 7 y 15 de la 
Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, surgida de la Conferencia de las Naciones 
Unidas reunida en Río de Janeiro, Brasil, del 3 al 14 de junio de 1992, así como el informe Brundtland en 
materia de desarrollo sostenible, brindan herramientas que permiten establecer la incorporación 
intrínseca de la sustentabilidad en el contexto del derecho humano a un medio ambiente sano, 
reconocido en el artículo 4o., párrafo quinto, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, sobre un marco económico y social del desarrollo. Así, el principio constitucional de 
protección al medio ambiente sano y la obligación de garantizar su pleno ejercicio, conllevan 
incorporar un entendimiento central del concepto de sustentabilidad ecológica con trascendencia 
jurídica, a fin de garantizar la utilización de los recursos naturales para las generaciones presentes y 
futuras, en la inteligencia de que su importancia vital radica en evitar su deterioro, como una condición 
necesaria para el disfrute de otros derechos fundamentales. En consecuencia, la obligación del Estado 
de proteger dicha prerrogativa y disponer que sus agentes garanticen su respeto, implica compaginar 
metas fundamentales entre el desarrollo económico y la preservación de los recursos, mediante el 
desarrollo sustentable, que persigue el logro de los objetivos esenciales siguientes: (i) la eficiencia en 
la utilización de los recursos y el crecimiento cuantitativo; (ii) la limitación de la pobreza, el 
mantenimiento de los diversos sistemas sociales y culturales y la equidad social; y, (iii) la preservación 
de los sistemas físicos y biológicos –recursos naturales, en sentido amplio– que sirven de soporte a la 
vida de los seres humanos, con lo cual se tutelan diversos derechos inherentes a las personas, como 
los relativos a la vida, la salud, la alimentación y al agua, entre otros. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 88/2017. Araceli Domínguez Rodríguez y otras. 8 de junio de 2017. Mayoría de votos, 
unanimidad en relación con el sentido de la tesis. Disidente: Jorge Mercado Mejía. Ponente: Juan 
Ramón Rodríguez Minaya. Secretaria: Graciela Bonilla González. 
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MEDIO AMBIENTE SANO. PRINCIPIOS APLICABLES A SU PROTECCIÓN, CONSTITUCIONALMENTE 
RECONOCIDA. El derecho ambiental es una disciplina jurídica en pleno desarrollo y evolución, 
catalogado como de tercera y cuarta generaciones. Su propósito es conservar o preservar los 
recursos naturales, así como mantener el equilibrio natural y optimizar la calidad de vida de las 
personas en el presente y en el futuro, bajo normas regulatorias de relaciones de derecho público o 
privado regidas por principios de observancia y aplicación obligatoria, como son: a) prevención, b) 
precaución, c) equidad intergeneracional, d) progresividad, e) responsabilidad, f) sustentabilidad y g) 
congruencia, tendientes a disciplinar las conductas en orden al uso racional y de conservación del 
medio ambiente. En sede nacional, dichos principios se incorporaron al artículo 4o., párrafo quinto, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que reconoce la protección al medio 
ambiente sano, lo cual revela un inescindible vínculo con los derechos humanos, al prever que toda 
persona tiene derecho a su conservación y preservación moderada y racional para su desarrollo y 
bienestar, irradiando con ello todo el ordenamiento jurídico de manera transversal, al establecer la 
obligación del Estado de proteger dicha prerrogativa y disponer que sus agentes deben garantizar su 
respeto y determinar consecuencias para quien provoque su deterioro. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 88/2017. Araceli Domínguez Rodríguez y otras. 8 de junio de 2017. Mayoría de votos, 
unanimidad en relación con el sentido de la tesis. Disidente: Jorge Mercado Mejía. Ponente: Juan 
Ramón Rodríguez Minaya. Secretaria: Graciela Bonilla González. 
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MANGLARES O HUMEDALES COSTEROS. BASES CONSTITUCIONALES Y LEGALES DE SU PROTECCIÓN 
POR LOS ÓRDENES DE GOBIERNO FEDERAL, ESTATAL Y MUNICIPAL. Los artículos 27, párrafo tercero 
y 73, fracción XXIX-G, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos disponen un diseño 
regulatorio para preservar el medio ambiente y la restauración del equilibrio ecológico, mediante 
modalidades de uso de la propiedad en beneficio social y con base en el interés público, reconocidos 
como fines constitucionalmente legítimos asociados al derecho humano a un medio ambiente sano, 
previsto en el artículo 4o., párrafo quinto, de la propia Norma Suprema. Ahora bien, al reconocerse el 
valor hidrológico, biológico, químico, ecológico, económico, cultural y social de los manglares o 
humedales costeros, se dispuso en el artículo 60 Ter de la Ley General de Vida Silvestre, así como en 
la Norma Oficial Mexicana NOM-022-SEMARNAT-2003, publicada en el Diario Oficial de la Federación 
el 10 de abril de 2003, la prohibición de remover, rellenar, trasplantar, podar o cualquier obra o 
actividad que afecte la integridad del flujo hidrológico del manglar, del ecosistema y de su zona de 
influencia, de su productividad natural, de la capacidad de carga natural del ecosistema para los 
proyectos turísticos, de las zonas de anidación, reproducción, refugio, alimentación y alevinaje, o bien, 
de las interacciones entre el manglar, los ríos, la duna, la zona marítima adyacente y los corales, o que 
provoque cambios en las características y servicios ecológicos. En estas condiciones, para la 
conservación de los manglares o humedales costeros, los órdenes de gobierno federal, estatal y 
municipal, deben atender y no contravenir las disposiciones reglamentarias de los preceptos 
constitucionales que se refieren a la protección al ambiente y a la preservación y restauración del 
equilibrio ecológico, y aun cuando la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente 
prevé una concurrencia regulatoria, corresponde a la Federación la competencia originaria para 
decidir cuáles serán las facultades a ejercer por los órganos de gobierno, según lo establezcan las 
leyes emitidas por el Congreso de la Unión o las Legislaturas Locales en la materia indicada, por lo 
cual, el ejercicio de las atribuciones de los Municipios deberá realizarse en estricto apego a las 
disposiciones federales y estatales; de lo contrario, los actos de éstos contravendrían directamente la 
Constitución Federal y pondrían en riesgo el diseño normativo tendente a perseguir una finalidad 
objetiva y constitucionalmente válida, como lo es la protección de los manglares o humedales 
costeros, como ecosistema fundamental para el medio ambiente. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 88/2017. Araceli Domínguez Rodríguez y otras. 8 de junio de 2017. Mayoría de votos, 
unanimidad en relación con el sentido de la tesis. Disidente: Jorge Mercado Mejía. Ponente: Juan 
Ramón Rodríguez Minaya. Secretaria: Graciela Bonilla González. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017246  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 22 de junio de 2018 10:28 h  

Materia(s): (Común)  
Tesis: XXVII.3o.132 K (10a.)  

 
INTERÉS LEGÍTIMO COLECTIVO EN EL AMPARO INDIRECTO. ASPECTOS QUE DEBE CONSIDERAR EL 
JUEZ DE DISTRITO PARA DETERMINAR SI SE ACTUALIZA, CUANDO EL JUICIO SE PROMUEVE EN 
DEFENSA DEL DERECHO HUMANO A UN MEDIO AMBIENTE SANO. Conforme al artículo 107, fracción I, 
párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, quien comparezca al 
juicio de amparo deberá, en los supuestos en que no reclame actos o resoluciones de tribunales, ser 
titular de una facultad otorgada por el orden jurídico, que se afecta inmediata y directamente o, en caso 
de que no cuente con ese interés jurídico, aducir una ventaja o utilidad jurídica determinada y 
determinable, sin ser exclusiva a una entidad de base asociativa, fundada en un interés legítimo 
derivado de la reparación pretendida. Así, tratándose de la materia medioambiental, la legitimación 
requerida para promover el amparo indirecto se sienta sobre una base propia e independiente de 
alguna conexión o derivación con derechos subjetivos; esto es, se requiere de una afectación en cierta 
esfera jurídica, apreciada bajo un parámetro de razonabilidad, y no sólo como una posibilidad, ante lo 
cual, la obtención de una eventual sentencia de protección constitucional, implicaría la obtención de 
un beneficio determinado. En estas condiciones, la vinculación jurídicamente relevante y protegida de 
la defensa del derecho humano a un medio ambiente sano en sede constitucional, no depende de la 
simple manifestación del interesado, en el sentido de que goza de un interés legítimo colectivo 
suficiente, sino que el Juez de Distrito debe arribar, por medio de inferencias lógicas, a la conclusión 
de que éste se actualiza, considerando que: (i) su ejercicio corresponde a un individuo y/o grupo de 
personas identificables, con proyección jurídica en sentido amplio y diferenciado del resto de la 
sociedad; (ii) ello ocurre, dada su directa vinculación con el objeto de la pretensión medioambiental, 
bien por circunstancias personales, como el lugar de residencia o ciudadanía, o por una regulación 
sectorial o grupal específica que les concierna; y, (iii) la obtención del beneficio pretendido no puede 
ser derivada, sino resultado inmediato de la resolución que, en su caso, llegue a dictarse en beneficio 
de la colectividad a la que se pertenezca. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 88/2017. Araceli Domínguez Rodríguez y otras. 8 de junio de 2017. Mayoría de votos, 
unanimidad en relación con el sentido de la tesis. Disidente: Jorge Mercado Mejía. Ponente: Juan 
Ramón Rodríguez Minaya. Secretaria: Graciela Bonilla González. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017229  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 22 de junio de 2018 10:28 h  

Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: XXVII.3o.14 CS (10a.)  

 
DERECHO HUMANO A UN MEDIO AMBIENTE SANO. FINALIDAD DEL CONSTITUYENTE PERMANENTE 
AL ESTATUIRLO, EN RELACIÓN CON LA REVISIÓN POR LOS TRIBUNALES NACIONALES DE LA 
CONFORMIDAD DE LOS ACTOS U OMISIONES DE LA AUTORIDAD CON SU PLENA REALIZACIÓN. El 
artículo 4o., párrafo quinto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos prevé que toda 
persona tiene derecho a un medio ambiente sano y, a su vez, garantiza su pleno ejercicio, al establecer 
la obligación del Estado de protegerlo, por lo que sus agentes deben asegurar su respeto y determinar 
consecuencias para quien provoque su deterioro, como medidas eficaces para su restauración. En 
estas condiciones, la intención del Constituyente Permanente, al estatuir el derecho humano 
mencionado, no se limitó a enunciar una norma programática, sino que se proyectó con plena eficacia, 
en un mandato concreto para la autoridad, cuya innegable fuerza jurídica la vincula a preservar y 
conservar el medio ambiente, lo cual permite que los tribunales nacionales puedan revisar si, 
efectivamente, las acciones u omisiones de aquélla resultan conformes con la plena realización del 
derecho humano aludido, a fin de garantizar a la población su desarrollo y bienestar. Así, la protección 
al medio ambiente así como la preservación y restauración del equilibrio ecológico, son principios 
fundamentales que buscó tutelar el Constituyente, y si bien no determinó, concreta y específicamente, 
cómo debe darse dicha protección, precisamente la definición de su contenido debe hacerse con base 
en una interpretación acorde con los principios que lo inspiraron. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 88/2017. Araceli Domínguez Rodríguez y otras. 8 de junio de 2017. Mayoría de votos, 
unanimidad en relación con el sentido de la tesis. Disidente: Jorge Mercado Mejía. Ponente: Juan 
Ramón Rodríguez Minaya. Secretaria: Graciela Bonilla González. 
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Constitucional y Amparo 
 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2017233  

Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 22 de junio de 2018 10:28 h  

Materia(s): (Común)  
Tesis: PC.I.A. J/128 A (10a.)  

 
DESISTIMIENTO DEL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO O DE NULIDAD. EL PROPUESTO EN EL 
JUICIO DE AMPARO DIRECTO NO SURTE EFECTO ALGUNO EN EL PROPIO MEDIO DE CONTROL 
CONSTITUCIONAL. El juicio contencioso administrativo compete a la jurisdicción ordinaria o común, 
cuyo fin es administrar justicia, con arreglo a la ley, entre los particulares y las autoridades 
administrativas federales, por violación o desconocimiento de sus derechos, y tiene como parámetro 
las leyes ordinarias, concretamente, en lo adjetivo, la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo y, en forma supletoria, el Código Federal de Procedimientos Civiles; concluyendo, por 
lo general, con una sentencia en la que se declare la nulidad del acto impugnado o su validez, de 
conformidad con la legalidad o ilegalidad del propio acto. Por otra parte, el juicio de amparo es una 
institución jurídica de protección directa de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 
de los tratados internacionales de los que México es parte, el cual tutela, en forma indirecta y 
extraordinaria, a la legislación secundaria, que se sustancia mediante un procedimiento autónomo, de 
carácter extraordinario, que tiene por objeto invalidar cualquier acto inconstitucional o ilegal, en 
relación con el gobernado en particular y a instancia de éste; además, tiene lugar entre partes distintas 
a las del juicio de origen, pues es a la autoridad emisora del acto reclamado a quien se somete a juicio 
y se sigue ante tribunales de jurisdicción de diversa categoría, constituidos como órganos de control 
de constitucionalidad, esto es, el Poder Judicial de la Federación, en el que las leyes sustantivas, 
parámetro para la protección solicitada, son la Constitución General de la República y los tratados 
internacionales referidos, y la ley adjetiva la constituye la Ley de Amparo. De ahí que el juicio de 
amparo no versa sobre la revisión del fallo judicial ante el superior jerárquico, como ocurre 
normalmente en los recursos, pues aun cuando se trate de la impugnación de resoluciones 
jurisdiccionales, el amparo se constituye en una controversia independiente de la planteada ante la 
jurisdicción ordinaria, al resolver un problema de constitucionalidad. Con base en lo anterior, se 
concluye que el desistimiento del juicio de nulidad sólo puede darse en el procedimiento contencioso, 
por ser una de las formas para concluirlo, pero no en el de amparo; de ahí que si el quejoso propone el 
desistimiento en el amparo directo, de la promoción del juicio contencioso en el que se dictó la 
sentencia reclamada, no surte efecto alguno en el propio medio de control constitucional. 
 
PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Contradicción de tesis 2/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero y Décimo, 
ambos en Materia Administrativa del Primer Circuito. 17 de abril de 2018. Mayoría de once votos de los 
Magistrados Pablo Domínguez Peregrina, Salvador González Baltierra, Francisco García Sandoval, 
María Guadalupe Saucedo Zavala, María Simona Ramos Ruvalcaba, Jorge Arturo Camero Ocampo, 
Marco Antonio Cepeda Anaya, Gaspar Paulín Carmona, Carlos Alfredo Soto y Villaseñor, Germán 
Eduardo Baltazar Robles y Armando Cruz Espinosa. Disidentes: Carlos Ronzon Sevilla, Rolando 
González Licona, Miguel de Jesús Alvarado Esquivel, Guillermo Arturo Medel García, Urbano Martínez 
Hernández, María Guadalupe Molina Covarrubias, José Eduardo Alvarado Ramírez, Guadalupe 
Ramírez Chávez, Guillermina Coutiño Mata y José Antonio García Guillén. Ponente: Salvador González 
Baltierra. Secretaria: Emilia Atziri Cardoso Santibañes 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017276  

Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 22 de junio de 2018 10:28 h  

Materia(s): (Común)  
Tesis: 1a./J. 39/2018 (10a.)  

 
REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. ES IMPROCEDENTE CUANDO LOS AGRAVIOS TENDENTES A 
COMBATIR LA DECLARATORIA DE INOPERANCIA DEL TEMA DE CONSTITUCIONALIDAD CUYO ESTUDIO 
FUE OMITIDO POR EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO RESULTEN IGUALMENTE INOPERANTES. 
Del artículo 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se advierte 
que el objeto de estudio del recurso de revisión en los juicios de amparo directo comprende las 
llamadas cuestiones "propiamente constitucionales", entendiéndose éstas como las referentes a la 
interpretación directa de normas constitucionales o las que aborden la validez de normas generales. 
Al respecto, la procedencia del recurso referido requiere escenarios en los que la cuestión 
constitucional: 1) se plantee por la quejosa y haya sido estudiada por el tribunal colegiado de circuito; 
2) se haya planteado por la quejosa y el estudio respectivo haya sido omitido por el órgano colegiado; 
y, 3) no haya sido planteada por la quejosa, pero abordada oficiosamente por el tribunal colegiado de 
circuito. En el segundo escenario, es posible que la omisión de estudio se justifique por un 
impedimento jurídico aludido por el tribunal colegiado de circuito, que lo lleve a calificar los 
planteamientos respectivos como inoperantes, insuficientes o inatendibles. Al respecto, el Pleno de  la  
Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis de jurisprudencia P./J. 26/2009, de rubro: "REVISIÓN 
EN AMPARO DIRECTO. PROCEDE CUANDO EL TRIBUNAL COLEGIADO OMITE REALIZAR EL ANÁLISIS 
DE LA CUESTIÓN DE CONSTITUCIONALIDAD PLANTEADA EN LA DEMANDA POR CALIFICAR DE 
INOPERANTE, INSUFICIENTE O INATENDIBLE EL CONCEPTO DE VIOLACIÓN RELATIVO.", sostuvo que, 
por regla general, el recurso de revisión procede en este supuesto. En ese sentido, el criterio anterior 
fue desarrollado por la Primera Sala de este alto tribunal en la jurisprudencia 1a./J. 48/2014 (10a.), de 
rubro: "REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. SU PROCEDENCIA (INTERPRETACIÓN DE LA 
JURISPRUDENCIA P./J. 26/2009).", conforme a la cual se precisó que el requisito de procedencia en 
estos casos consiste en que, ante la calificación de un planteamiento de constitucionalidad como 
inoperante, es necesario que existan agravios tendentes a combatir dicha calificativa pues, en caso 
contrario, el recurso tendrá que desecharse. No obstante, aun cuando se hayan formulado agravios 
contra la calificativa de inoperancia, la procedencia del recurso de revisión estará sujeta a que éstos 
no resulten inoperantes, insuficientes o inatendibles, con base en un estudio preliminar. En otras 
palabras, es insuficiente que se combata la calificativa de inoperancia de los conceptos de violación 
sobre cuestiones de constitucionalidad para que el recurso de revisión sea procedente, pues debe 
exigirse, además, que los agravios contra dicha calificativa no resulten, a su vez, inoperantes. De ahí 
que el recurso de revisión en amparo directo sea improcedente cuando los agravios tendentes a 
combatir la declaratoria de inoperancia del tema de constitucionalidad cuyo estudio fue omitido por el 
tribunal colegiado de circuito resulten igualmente inoperantes. Por otra parte, si los agravios contra 
la calificativa de inoperancia resultan preliminarmente atendibles, su estudio corresponderá a un 
análisis de fondo y, en caso de ser fundados, con base en el artículo 93 de la Ley de Amparo, deberá 
estudiarse la cuestión de constitucionalidad omitida por el tribunal colegiado de circuito. 
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PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 1855/2015. Israel García Sánchez y otra. 20 de abril de 2016. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien formuló 
voto concurrente, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto 
concurrente. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Arturo Guerrero Zazueta. 
 
Amparo directo en revisión 7178/2016. Juan Valdez Santacruz. 9 de agosto de 2017. Cinco votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, 
José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía 
Piña Hernández, quien votó con el sentido, pero con salvedad en las consideraciones. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Cecilia Armengol Alonso. 
 
Amparo directo en revisión 179/2017. María Rosalía Martínez Bahena. 9 de agosto de 2017. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretaria: Cecilia Armengol Alonso. 
 
Amparo directo en revisión 2138/2017. Ramón Arellano Ceballos. 30 de agosto de 2017. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente y Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, hizo 
suyo el asunto Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta.  
 
Amparo directo en revisión 83/2017. Procuraduría Federal del Consumidor. 27 de septiembre de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretaria: Luz Helena Orozco y Villa. 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 

http://www.anade.org.mx/


 

 
Asociación Nacional de Abogados de Empresa, 

Colegio de Abogados, A.C. 
Homero No. 1933, Despacho 503, Col. Los Morales, 

Delegación Miguel Hidalgo, C.P. 11510, Ciudad de México. 
Tels. 5545-4546, 5250-6780, 5531-4101 

www.anade.org.mx 

 
 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2017214  

Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 22 de junio de 2018 10:28 h  

Materia(s): (Común, Administrativa)  
Tesis: 2a./J. 71/2018 (10a.)  

 
COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD. LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 112/2006 SIGUE SIENDO 
APLICABLE A LOS ACTOS QUE REALIZA EN RELACIÓN CON LA DETERMINACIÓN Y RECAUDACIÓN DEL 
PAGO DE DERECHOS POR EL SERVICIO DE ALUMBRADO PÚBLICO, CONFORME A LA LEY DE AMPARO 
VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013. La anterior integración de la Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación determinó que la Comisión Federal de Electricidad no realiza actos de 
autoridad para efectos del juicio de amparo cuando determina y recauda el pago de derechos por el 
servicio de alumbrado público, en observancia a diversas leyes locales y conforme al convenio que 
celebre con las autoridades de ese nivel de gobierno. A pesar de que dicho criterio fue emitido 
conforme a la Ley de Amparo de 1936 abrogada, sigue siendo aplicable en términos del artículo sexto 
transitorio de la Ley que la sustituyó, porque a pesar de que ésta prevea la posibilidad de promover un 
juicio de amparo contra actos de particulares que sean equivalentes a los de autoridad, ambas 
legislaciones coinciden en condicionar su procedencia a la existencia de una función prevista en una 
norma jurídica, y cuyo efecto repercuta de manera unilateral y obligatoria en el ámbito de derechos de 
cierta persona. Esta situación no se actualiza cuando la Comisión Federal de Electricidad da a conocer 
las cantidades que el gobernado debe pagar por concepto de derechos por el servicio de alumbrado 
público en el aviso-recibo, pues esa facultad no implica otorgarle atribuciones para ejecutar el cobro, 
mismas que se reservan a las autoridades municipales. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Contradicción de tesis 91/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero en 
Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito y Tercero del Vigésimo Séptimo 
Circuito. 23 de mayo de 2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votaron con reserva de criterio José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: José Omar Hernández Salgado. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017220  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 22 de junio de 2018 10:28 h  

Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: XXI.2o.P.A.25 A (10a.)  

 
CATASTRO MUNICIPAL DEL ESTADO DE GUERRERO. LA LEY RELATIVA NÚMERO 676, PUBLICADA EN 
EL PERIÓDICO OFICIAL DE LA ENTIDAD EL 3 DE ENERO DE 1984, CARECE DE VALIDEZ Y ES 
INCONSTITUCIONAL, AL NO HABER SIDO REFRENDADO EL DECRETO CORRESPONDIENTE POR EL 
SECRETARIO DEL RAMO. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la 
jurisprudencia 2a./J. 95/2011, de rubro: "REFRENDO DE LOS DECRETOS PROMULGATORIOS DEL 
TITULAR DEL EJECUTIVO DEL ESTADO DE QUINTANA ROO. CORRESPONDE AL SECRETARIO DE 
GOBIERNO Y AL FUNCIONARIO DEL RAMO RELATIVO.", determinó que conforme al artículo 93 de la 
Constitución Política del Estado de Quintana Roo, en su texto anterior a la reforma publicada en el 
Periódico Oficial local el 30 de julio de 2013, los decretos promulgatorios, mediante los cuales el titular 
del Poder Ejecutivo de esa entidad ordena publicar las leyes o decretos expedidos por la Legislatura, 
deben estar firmados o refrendados por el secretario de Gobierno y por el funcionario del ramo relativo 
a que el asunto o materia del decreto corresponda pues, de lo contrario, no se satisface uno de los 
requisitos para su formación válida. Por su parte, el artículo 76 de la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de Guerrero, vigente en 1984, señala que para su validez y observancia, las leyes, 
decretos, reglamentos y demás disposiciones de carácter general que el gobernador promulgue, 
expida o autorice, deben ser refrendados por el secretario general de Gobierno y por el titular del ramo 
que corresponda. En consecuencia, si el decreto que contiene la Ley de Catastro Municipal del Estado 
de Guerrero Número 676, publicado en ese año, no tiene el refrendo del entonces secretario de 
Finanzas de la entidad, dicho ordenamiento carece de validez; lo que conlleva su inconstitucionalidad 
y la de los actos que de ella emanan. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO PRIMER 
CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 511/2017. Vicente Ávila Ortiz. 15 de marzo de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: 
Mario Alejandro Nogueda Radilla, secretario de tribunal autorizado por la Comisión de Carrera Judicial 
del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrado, en términos del 
artículo 81, fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. Secretario: Edgar 
Herrera Borja. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017234  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 22 de junio de 2018 10:28 h  

Materia(s): (Penal)  
Tesis: I.1o.P. J/3 (10a.)  

 
DETENCIÓN EN FLAGRANCIA. SE ACTUALIZA SI INMEDIATAMENTE DESPUÉS DE QUE EL SUJETO 
ACTIVO COMETIÓ EL HECHO DELICTIVO, SE LE PERSIGUIÓ MATERIALMENTE SIN INTERRUPCIÓN 
ALGUNA POR MEDIO DEL MONITOREO DE LAS CÁMARAS DE SEGURIDAD PÚBLICA INSTALADAS EN 
EL LUGAR DEL EVENTO (LEGISLACIÓN APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO). El artículo 267, 
párrafo primero, del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, aplicable para la 
Ciudad de México, establece que se entiende que existe delito flagrante cuando la persona es detenida 
en el momento de estarlo cometiendo, o bien cuando el inculpado es perseguido material e 
inmediatamente después de ejecutado el delito. Ahora bien, si la detención del sujeto activo se realizó 
enseguida de que cometió el hecho delictivo –lapso razonable–, con motivo del rastreo que se le dio a 
través del monitoreo de las cámaras de seguridad pública instaladas en el lugar del evento, dándole 
persecución material a dicha persona por ese medio desde allí, hasta donde se logre capturarla, sin 
interrupción alguna, esa circunstancia actualiza la figura de la flagrancia, pues si bien no se le siguió 
físicamente al agresor, pero sí a través de dicho sistema electrónico, por cierto, inmediatamente 
después de que ocurrió el hecho y sin perderlo de vista, inclusive, observando detalle a detalle lo que 
realizó en ese recorrido; lo cierto es que, al ser esa situación acorde con lo establecido en el párrafo 
quinto del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en concordancia con 
el artículo 267 indicado, la detención del presunto responsable no se apartó de las exigencias 
establecidas en dichos numerales, en la medida en que no se trató de un acto arbitrario o, peor aún, 
injustificado por los elementos de la policía aprehensores; por ende, no se violó derecho alguno en 
perjuicio del quejoso. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
Amparo directo 264/2016. 26 de enero de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Enrique Sánchez 
Frías. Secretario: Néstor Vergara Ortiz. 
 
Amparo directo 149/2017. 13 de julio de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco Javier Sarabia 
Ascencio. Secretario: Carlos Ernesto Franco Rivero. 
 
Amparo directo 175/2017. 24 de agosto de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco Javier 
Sarabia Ascencio. Secretario: Carlos Ernesto Franco Rivero. 
 
Amparo directo 198/2017. 23 de octubre de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco Javier 
Sarabia Ascencio. Secretario: Carlos Ernesto Franco Rivero. 
 
Amparo directo 55/2018. 26 de abril de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco Javier Sarabia 
Ascencio. Secretario: Carlos Ernesto Franco Rivero. 
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Tesis: 1a./J. 5/2018 (10a.)  

 
DELITOS PERSEGUIBLES POR QUERELLA. REQUISITOS PARA QUE EL APODERADO JURÍDICO DEL 
OFENDIDO PUEDA INTERVENIR EN LA FASE INDAGATORIA PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 152, TERCER 
PÁRRAFO, DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ. 
Tratándose de delitos que solamente pueden perseguirse por querella de parte, se admitirá la 
intervención de apoderado jurídico sólo si éste presenta un poder que contenga una cláusula especial 
en donde se le autorice a presentar querellas a nombre de su mandante, o compruebe que este último 
le dio instrucciones concretas para formular querella. Sin que deba exigirse el cumplimiento de ambos 
requisitos: es decir, la cláusula especial y, además, las instrucciones detalladas y específicas. En 
efecto, en el artículo citado se aprecia que, al referirse a tales requisitos, la legislatura empleó la 
conjunción disyuntiva "o", la cual indica alternancia excluyente entre las diferentes hipótesis 
enunciadas. Así, es claro que la pretensión del legislador de San Luis Potosí fue establecer dos 
supuestos distintos y excluyentes para que el apoderado jurídico de la persona ofendida intervenga, a 
nombre de su mandante, en la fase indagatoria de los delitos perseguibles por querella. El primero al 
incluir un acto de representación formal, emitido ante notario en el que se especifique la cláusula 
especial –ya sea expresa o implícitamente–. El segundo, al establecer un acto de representación libre 
de rigorismos o formalidades, en el que se demuestre, por cualquier medio lícito, que, de manera 
inequívoca, la persona mandante le dio instrucciones concretas a la persona mandataria para que ésta 
le represente en delitos perseguibles por querella. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 40/2016. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado del Noveno 
Circuito, actual Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Noveno Circuito y el Tercer Tribunal 
Colegiado del Noveno Circuito, actual Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa 
del Noveno Circuito. 14 de junio de 2017. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos 
por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo, 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma 
Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: M.G. Adriana Ortega Ortiz. 
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PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL EN EL DELITO CONTRA LOS DERECHOS DE AUTOR PREVISTO 
EN EL ARTÍCULO 427 DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL. SI SE TRATA DE LA FALSA ATRIBUCIÓN DE LA 
AUTORÍA DE OBRAS LITERARIAS, CIENTÍFICAS O ARTÍSTICAS, EL CÓMPUTO DEL TÉRMINO DE UN AÑO 
PARA QUE OPERE, INICIA A PARTIR DE QUE LA VÍCTIMA TUVO CONOCIMIENTO DE LA DISTRIBUCIÓN 
DE AQUÉLLAS A UNA PLURALIDAD DE PERSONAS, SIN QUE REQUIERA, NECESARIAMENTE, SU 
INCORPORACIÓN A UN ACERVO BIBLIOTECARIO. El precepto citado describe un delito patrimonial de 
naturaleza instantánea, cuyo propósito tutela y salvaguarda la idea o valor intelectual de cierta obra, 
castigando la usurpación de la creatividad ajena y exponerla fuera de un ámbito privado o doméstico 
al público al ponerla a su alcance. Ahora bien, al ser un delito perseguible exclusivamente por querella, 
según lo dispone el diverso numeral 429 del Código Penal Federal, prescribe en un año contado desde 
el día en que la parte afectada tiene conocimiento del delito, en términos del artículo 107 del propio 
código; empero, tratándose de la falsa atribución de la autoría de obras literarias, científicas o 
artísticas, la publicación no debe entenderse necesariamente como la incorporación a un acervo 
bibliotecario, para estimar efectiva o total la comunicación de sus elementos esenciales, pues la 
conducta típica de dar publicidad a una obra corresponde a la acción, por cualquier medio, de 
reproducir una obra en forma tangible y su puesta a disposición a una pluralidad de personas, según 
se advierte del artículo 16, fracción II, de la Ley Federal del Derecho de Autor; de ahí que el cómputo del 
término para que opere la prescripción en este ilícito, inicia a partir de que la víctima tuvo conocimiento 
de la distribución de dicha obra a una pluralidad de personas, sin que requiera, necesariamente, su 
incorporación a la colección de libros mencionada. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 8/2018. 8 de marzo de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Ramón Rodríguez 
Minaya. Secretario: José Francisco Aguilar Ballesteros. 
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JUICIO ESPECIAL HIPOTECARIO. EL ACUERDO EN EL QUE SE ORDENA AL QUEJOSO LA ENTREGA DEL 
INMUEBLE ADJUDICADO AL TERCERO INTERESADO ES IMPUGNABLE MEDIANTE EL JUICIO DE 
AMPARO INDIRECTO, SIN QUE SEA RELEVANTE SI LA ENTREGA ESTÁ SUJETA A UNA MEDIDA DE 
APREMIO O SU ULTERIOR EJECUCIÓN. De la interpretación del artículo 107, fracción IV, de la Ley de 
Amparo, así como de la jurisprudencia 1a./J. 13/2016 (10a.), emitida por la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, se advierte que en el procedimiento de remate, la última resolución la 
constituye, indistintamente, la orden de escrituración o la orden de entrega del inmueble rematado. En 
ese contexto, de la fase de ejecución de un juicio especial hipotecario, cuando el quejoso reclama el 
acuerdo en el que se ordena la entrega del inmueble adjudicado al tercero interesado debe 
considerarse como la última resolución, la cual puede impugnarse mediante el juicio de amparo 
indirecto, sin que resulte relevante si la entrega del inmueble está sujeta a una medida de apremio o 
su ulterior ejecución, por lo que sería equivocado considerar que se actualiza manifiesta e 
indudablemente la causal de improcedencia prevista en el artículo 61, fracción XXIII, en relación con el 
diverso 107, fracción IV, ambos de la Ley de Amparo, por considerar que ese acuerdo no ordenó de 
forma definitiva la entrega del bien y, por ende, desechar la demanda de amparo. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Queja 260/2017. Heriberto Cornelio Domínguez. 7 de diciembre de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: 
Jorge Mercado Mejía. Secretaria: Claudia Berenice Anguiano Rentería. 
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INMEDIATEZ PROCESAL EN MATERIA PENAL. ANTE LA RETRACTACIÓN DE UN TESTIGO, ESE 
PRINCIPIO NO OPERA EN AUTOMÁTICO, POR LO QUE PARA OTORGARLE A ÉSTA VALOR PROBATORIO 
Y, EN SU CASO, EFICACIA DEMOSTRATIVA, DEBEN SATISFACERSE LOS REQUISITOS QUE LE DAN 
SENTIDO. Conforme al principio de inmediatez procesal en materia penal, las primeras declaraciones 
prevalecen sobre las posteriores; sin embargo, esa preferencia sólo se actualiza cuando en las 
segundas se satisfacen los requisitos de verosimilitud, ausencia de coacción y existencia de otros 
medios de prueba que las corroboren. Así, ante la retractación de un testigo, ese principio no opera en 
automático, pues para otorgar valor probatorio y, en su caso, eficacia demostrativa a esa retractación, 
deben satisfacerse los requisitos que le dan sentido; para lo cual, es necesario que la autoridad señale 
el motivo por el que consideran acreditadas esas exigencias, incluso, desestime aquellos argumentos 
relacionados con ellas, por ejemplo, si quien declara señala haber sido coaccionado para: a) hacerlo 
en determinado sentido; o, b) firmar el documento que contiene su testimonio sin permitirle leerlo 
previamente; de no hacerlo así, la afirmación en cuanto a que opera ese principio debe considerarse 
dogmática, porque desatiende circunstancias vinculadas con los requisitos de su legal aplicación. 
 
SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 307/2017. 12 de abril de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Lilia Mónica López Benítez. 
Secretario: Enrique Velázquez Martínez. 
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INCIDENTE DE FALTA DE PERSONALIDAD DE ALGUNA DE LAS PARTES EN EL SISTEMA ACUSATORIO 
ORAL. CONTRA LA DETERMINACIÓN DICTADA EN ÉSTE, CONSISTENTE EN NO RECONOCER EL 
CARÁCTER DE VÍCTIMA U OFENDIDO, NO PROCEDE RECURSO ALGUNO, POR NO ESTAR PREVISTO 
EXPRESAMENTE EN EL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES. El artículo 61, fracción 
XVIII, último párrafo, de la Ley de Amparo, prevé dos causas de excepción al principio de definitividad; 
la primera, se actualiza cuando el recurso o medio de defensa se sujete a interpretación adicional y, la 
segunda, cuando el fundamento resulta insuficiente para determinar la procedencia del recurso. 
Ahora bien, de conformidad con el artículo 456 del Código Nacional de Procedimientos Penales, en el 
proceso penal acusatorio sólo son admisibles los recursos de revocación y apelación. Por ello, si se 
advierte que en la audiencia intermedia el Juez de control responsable, después de la exposición de la 
acusación del Ministerio Público y de escuchar a la defensa exponer las correcciones formales que 
advirtió, considerando lo señalado por esta última, abrió una incidencia en relación con la falta de 
personalidad del quejoso como víctima del delito en la carpeta judicial, dando intervención a la 
representación social, asesor jurídico, defensa y al propio quejoso, y determinó finalmente conceder 
la petición formulada por la defensa de los imputados y, en consecuencia, resolvió que el ahora 
recurrente no tenía el carácter de víctima en la carpeta de investigación, resulta innegable que, en el 
caso, contra dicha determinación, consistente en no reconocer la calidad del ahora recurrente como 
víctima u ofendido en el proceso penal, no procede recurso alguno, al no ser procedentes en su contra 
los recursos de apelación ni de revocación y, en ese tenor, en su contra procede el juicio de amparo 
indirecto; además, la resolución reclamada no es de mero trámite, al tener trascendencia dentro del 
proceso, como lo son los derechos fundamentales de la víctima u ofendido. Así pues, para determinar 
si los recursos de revocación o apelación proceden contra el auto reclamado, existe la necesidad de 
realizar un ejercicio de justificación adicional de la interpretación a partir de la cual se obtiene esa 
regla. De ahí que en el caso se esté frente al supuesto de excepción por necesidad de interpretación 
adicional. Asimismo, se actualiza un caso de fundamento insuficiente, en tanto que como también 
deriva de lo expuesto en la fracción I del artículo 459, en relación con los diversos 465 y 467, del propio 
código, interpretados como sistema, se advierte que no dan lugar a una regla de procedencia expresa 
del recurso, puesto que para ello se necesita ser obtenida a partir de normas implícitas que la 
complementen o fundamenten. 
 
NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 31/2018. 5 de abril de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Emma Meza Fonseca. 
Secretario: Miguel Ángel Sánchez Acuña. 
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DELITOS EN MATERIA DE DERECHOS DE AUTOR. EL ELEMENTO NORMATIVO "PUBLICACIÓN" DEL TIPO 
PENAL PREVISTO EN EL ARTÍCULO 427 DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL, SE ACTUALIZA CON LA 
DISTRIBUCIÓN DE LA OBRA MATERIA DE LA CAUSA A UNA PLURALIDAD DE PERSONAS. El precepto 
citado describe un delito patrimonial de naturaleza instantánea cuyo propósito tutela y salvaguarda la 
idea o valor intelectual de cierta obra, castigando la usurpación de la creatividad ajena y exponerla 
fuera de un ámbito privado o doméstico al público al ponerla a su alcance. Luego, dicha conducta típica 
involucra centralmente la negativa de la autoría del activo de una obra, a sabiendas de que no es propia, 
mediante una "publicación" a su nombre o de un tercero, cuyo elemento normativo se advierte del 
artículo 16, fracción II, de la Ley Federal del Derecho de Autor, que lo define como la acción de 
reproducir una obra en forma tangible y su puesta a disposición a una pluralidad de personas, lo que 
además coincide con la normativa internacional, especialmente con los artículos VI de la Convención 
Universal sobre Derecho de Autor 1952 y 3 del Convenio de Berna para la Protección de las Obras 
Literarias y Artísticas. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 8/2018. 8 de marzo de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Ramón Rodríguez 
Minaya. Secretario: José Francisco Aguilar Ballesteros. 
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Tecnologías de la Información y Datos Personales 
 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2017228  

Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 22 de junio de 2018 10:28 h  

Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. LXVII/2018 (10a.)  

 
DERECHO DE RÉPLICA. SU PROCEDENCIA ANTE LA DIVULGACIÓN DE HECHOS FALSOS O INEXACTOS 
NO VULNERA EL DERECHO A LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN. La procedencia de la réplica por hechos 
falsos o inexactos que hayan sido divulgados por un medio de comunicación u otros sujetos obligados, 
en términos de los artículos 2, fracción II y 3 de la Ley Reglamentaria del artículo 6o., párrafo primero, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia del Derecho de Réplica, es una 
cuestión inherente al ejercicio del derecho de réplica vinculado al derecho a la libertad de expresión y 
acceso a la información –en su dimensión colectiva–, y no como una restricción o injerencia indebida a 
estos derechos. Ello es así pues, en principio, el ejercicio de la réplica no tiene como objeto que el 
medio de comunicación se retracte o admita que publicó información falsa o inexacta, sino 
simplemente tiene como finalidad la presentación de una versión verosímil de la información por parte 
del sujeto aludido. Entonces, si se parte de la premisa de que existe un deber de investigación por parte 
de los medios de comunicación que demuestre que corroboraron de forma razonable los hechos 
acerca de los cuales informan, se colige que permitir el ejercicio de la réplica ante la divulgación de 
hechos falsos o inexactos no puede considerarse como una medida que afecte su libertad de 
expresión: por el contrario, tal circunstancia permite la adecuada armonización entre los derechos de 
réplica y a la libertad de expresión; de ahí que la incorporación de la "falsedad" como uno de los 
presupuestos para que los gobernados puedan ejercer el derecho de rectificación o respuesta, no 
vulnera el derecho a la libertad de expresión, sino que, precisamente, lo fortalece y complementa. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 1173/2017. Jesús Hernández García y otro. 11 de abril de 2018. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votaron en contra de consideraciones Javier 
Laynez Potisek y Margarita Beatriz Luna Ramos, y se apartaron de algunas consideraciones José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: 
Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017227  

Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 22 de junio de 2018 10:28 h  

Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. LXVI/2018 (10a.)  

 
DERECHO DE RÉPLICA. SU PROCEDENCIA ANTE LA DIVULGACIÓN DE HECHOS FALSOS O INEXACTOS 
NO DEPARA UNA INJERENCIA INDEBIDA AL LIBRE EJERCICIO DE LA PROFESIÓN NOTICIOSA, 
PERIODÍSTICA O COMUNICATIVA DE LOS SUJETOS OBLIGADOS. La procedencia de la réplica por 
hechos falsos o inexactos que hayan sido divulgados por un medio de comunicación u otros sujetos 
obligados, en términos de los artículos 2, fracción II y 3 de la Ley Reglamentaria del artículo 6o., párrafo 
primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia del Derecho de 
Réplica, no impide el libre ejercicio de sus actividades periodísticas o noticiosas pues, por una parte, el 
ejercicio de la réplica no tiene como objeto que el medio de comunicación se retracte o admita que 
divulgó información falsa o inexacta y, por otra, porque existe un deber de cuidado mínimo de todo 
medio de comunicación respecto de la forma en la cual obtiene y corrobora la información que 
presentará al público; débito de veracidad que precede a ésta, al ser un principio sobre el cual deben 
conducirse los medios de información en una sociedad democrática. En ese sentido, los preceptos 
referidos no deparan una injerencia indebida al libre ejercicio de la profesión noticiosa, periodística o 
comunicativa en la que participan los sujetos obligados, sino que simplemente los constriñe a que 
permitan, a través del mismo medio en que fue divulgada la información, que el sujeto aludido aporte 
otra versión de los hechos previamente difundidos, para así generar una relación balanceada entre el 
medio de difusión y la persona sobre la cual se informa o reporta y permitir, a su vez, la formación 
adecuada y veraz de la opinión pública. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 1173/2017. Jesús Hernández García y otro. 11 de abril de 2018. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votaron en contra de consideraciones Javier 
Laynez Potisek y Margarita Beatriz Luna Ramos, y se apartaron de algunas consideraciones José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: 
Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017225  

Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 22 de junio de 2018 10:28 h  

Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. LXVIII/2018 (10a.)  

 
DERECHO DE RÉPLICA. EL ARTÍCULO 7 DE LA LEY QUE LO REGULA NO VULNERA EL DERECHO A LA 
VIDA E INTEGRIDAD DE LAS PERSONAS DEDICADAS AL PERIODISMO O AL PROCESO INFORMATIVO. 
El artículo 7 de la Ley Reglamentaria del artículo 6o., párrafo primero, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en materia del Derecho de Réplica, al prever que los sujetos obligados 
deberán contar en todo tiempo con un responsable para recibir y resolver sobre las solicitudes de 
réplica, y que deberán tener permanentemente en su portal electrónico el nombre completo del 
responsable, domicilio, código postal, entidad federativa, correo electrónico y teléfono, no vulnera el 
derecho a la vida e integridad de las personas dedicadas al periodismo o al proceso informativo, ya que 
al constreñir al sujeto obligado a publicar en medios virtuales un domicilio y un teléfono para atender 
las solicitudes de réplica no implica, de suyo, que se le exponga indebidamente a ser víctima de ataques 
o delitos contra su persona como consecuencia de su labor periodística pues, por una parte, se 
encuentra en plena libertad de señalar como dirección de contacto la de carácter "institucional", esto 
es, la relativa al medio de comunicación o agencia de noticias de que se trate –información de la 
persona moral– y, por otra, en caso de que sea una persona física y, a su vez, el responsable de recibir 
y resolver las solicitudes de réplica –esto es, que no pueda utilizar una dirección e información de 
contacto "institucional"–, basta la publicación del "correo electrónico" para cumplir con la obligación 
aludida, pues con ello se permite que los gobernados conozcan a dónde dirigir sus solicitudes y se evita 
la generación de afectaciones en la vida e integridad de las personas que ejercen el periodismo. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 1173/2017. Jesús Hernández García y otro. 11 de abril de 2018. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votaron en contra de consideraciones Javier 
Laynez Potisek y Margarita Beatriz Luna Ramos, y se apartaron de algunas consideraciones José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: 
Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

http://www.anade.org.mx/


 

 
Asociación Nacional de Abogados de Empresa, 

Colegio de Abogados, A.C. 
Homero No. 1933, Despacho 503, Col. Los Morales, 

Delegación Miguel Hidalgo, C.P. 11510, Ciudad de México. 
Tels. 5545-4546, 5250-6780, 5531-4101 

www.anade.org.mx 

 
 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2017226  

Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 22 de junio de 2018 10:28 h  

Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. LXV/2018 (10a.)  

 
DERECHO DE RÉPLICA. LA LEY QUE LO REGULA NO IMPONE A LOS SUJETOS OBLIGADOS EL DEBER 
DE EJERCER FUNCIONES JURISDICCIONALES. La solicitud de réplica ante los sujetos obligados no 
tiene como finalidad, propiamente, resolver si es fundada o no la aseveración del gobernado en el 
sentido de que la información publicada o transmitida es falsa, sino que busca generar un balance 
entre los medios de difusión y las personas referidas por éstos, para que se pueda presentar una 
versión propia de la información por parte de la persona interesada. Por ende, las solicitudes de 
réplica ante los sujetos obligados no deben ni pueden concebirse como "acusaciones" o "imputaciones 
de responsabilidad" que ameriten un ejercicio jurisdiccional para darle la razón a alguna de las partes. 
Esto es, los sujetos obligados no están conminados a resolver algún punto de derecho ni a determinar 
cuál de las versiones propuestas resulta más apegada a la realidad. En efecto, si bien el requisito 
esencial para que proceda una solicitud de réplica es que verse sobre información falsa o inexacta, lo 
cierto es que ello no se traduce en que a los sujetos obligados se les imponga una función jurisdiccional 
al resolver tales solicitudes, pues éstos simplemente, con base en lo establecido por los interesados, 
determinarán si ha lugar o no a garantizar la rectificación o respuesta del particular, lo cual no 
requiere propiamente de conocimientos jurídicos, sino de la simple apreciación que los sujetos 
obligados –quienes se dedican a la prensa y a la información noticiosa– realicen de los hechos 
respectivos, a fin de considerar si procede o no la solicitud de réplica. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 1173/2017. Jesús Hernández García y otro. 11 de abril de 2018. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votaron en contra de consideraciones Javier 
Laynez Potisek y Margarita Beatriz Luna Ramos, y se apartaron de algunas consideraciones José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: 
Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo. 
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Fiscal 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2017233  

Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 22 de junio de 2018 10:28 h  

Materia(s): (Común)  
Tesis: PC.I.A. J/128 A (10a.)  

 
DESISTIMIENTO DEL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO O DE NULIDAD. EL PROPUESTO EN EL 
JUICIO DE AMPARO DIRECTO NO SURTE EFECTO ALGUNO EN EL PROPIO MEDIO DE CONTROL 
CONSTITUCIONAL. El juicio contencioso administrativo compete a la jurisdicción ordinaria o común, 
cuyo fin es administrar justicia, con arreglo a la ley, entre los particulares y las autoridades 
administrativas federales, por violación o desconocimiento de sus derechos, y tiene como parámetro 
las leyes ordinarias, concretamente, en lo adjetivo, la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo y, en forma supletoria, el Código Federal de Procedimientos Civiles; concluyendo, por 
lo general, con una sentencia en la que se declare la nulidad del acto impugnado o su validez, de 
conformidad con la legalidad o ilegalidad del propio acto. Por otra parte, el juicio de amparo es una 
institución jurídica de protección directa de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 
de los tratados internacionales de los que México es parte, el cual tutela, en forma indirecta y 
extraordinaria, a la legislación secundaria, que se sustancia mediante un procedimiento autónomo, de 
carácter extraordinario, que tiene por objeto invalidar cualquier acto inconstitucional o ilegal, en 
relación con el gobernado en particular y a instancia de éste; además, tiene lugar entre partes distintas 
a las del juicio de origen, pues es a la autoridad emisora del acto reclamado a quien se somete a juicio 
y se sigue ante tribunales de jurisdicción de diversa categoría, constituidos como órganos de control 
de constitucionalidad, esto es, el Poder Judicial de la Federación, en el que las leyes sustantivas, 
parámetro para la protección solicitada, son la Constitución General de la República y los tratados 
internacionales referidos, y la ley adjetiva la constituye la Ley de Amparo. De ahí que el juicio de 
amparo no versa sobre la revisión del fallo judicial ante el superior jerárquico, como ocurre 
normalmente en los recursos, pues aun cuando se trate de la impugnación de resoluciones 
jurisdiccionales, el amparo se constituye en una controversia independiente de la planteada ante la 
jurisdicción ordinaria, al resolver un problema de constitucionalidad. Con base en lo anterior, se 
concluye que el desistimiento del juicio de nulidad sólo puede darse en el procedimiento contencioso, 
por ser una de las formas para concluirlo, pero no en el de amparo; de ahí que si el quejoso propone el 
desistimiento en el amparo directo, de la promoción del juicio contencioso en el que se dictó la 
sentencia reclamada, no surte efecto alguno en el propio medio de control constitucional. 
 
PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
 
 
 
 
 

http://www.anade.org.mx/


 

 
Asociación Nacional de Abogados de Empresa, 

Colegio de Abogados, A.C. 
Homero No. 1933, Despacho 503, Col. Los Morales, 

Delegación Miguel Hidalgo, C.P. 11510, Ciudad de México. 
Tels. 5545-4546, 5250-6780, 5531-4101 

www.anade.org.mx 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Contradicción de tesis 2/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero y Décimo, 
ambos en Materia Administrativa del Primer Circuito. 17 de abril de 2018. Mayoría de once votos de los 
Magistrados Pablo Domínguez Peregrina, Salvador González Baltierra, Francisco García Sandoval, 
María Guadalupe Saucedo Zavala, María Simona Ramos Ruvalcaba, Jorge Arturo Camero Ocampo, 
Marco Antonio Cepeda Anaya, Gaspar Paulín Carmona, Carlos Alfredo Soto y Villaseñor, Germán 
Eduardo Baltazar Robles y Armando Cruz Espinosa. Disidentes: Carlos Ronzon Sevilla, Rolando 
González Licona, Miguel de Jesús Alvarado Esquivel, Guillermo Arturo Medel García, Urbano Martínez 
Hernández, María Guadalupe Molina Covarrubias, José Eduardo Alvarado Ramírez, Guadalupe 
Ramírez Chávez, Guillermina Coutiño Mata y José Antonio García Guillén. Ponente: Salvador González 
Baltierra. Secretaria: Emilia Atziri Cardoso Santibañes. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017261  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 22 de junio de 2018 10:28 h  

Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.16o.A.28 A (10a.)  

 
PAGO DE LO INDEBIDO. LO CONSTITUYE EL REALIZADO COMO CONSECUENCIA DE UN CRÉDITO 
FISCAL RESPECTO DEL CUAL SE DECLARÓ LA NULIDAD DE LOS ACTOS DE SU PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO DE EJECUCIÓN, POR ACTUALIZARSE LA PRESCRIPCIÓN DE LAS FACULTADES DE 
COBRO DE LA AUTORIDAD Y, POR TANTO, ES SUSCEPTIBLE DE DEVOLUCIÓN, EN TÉRMINOS DEL 
ARTÍCULO 22, CUARTO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. De conformidad con el 
artículo 146 del Código Fiscal de la Federación, la prescripción implica un pronunciamiento sobre el 
derecho sustantivo de los gobernados, para lo cual éstos puedan solicitar su declaratoria, ya sea vía 
acción ante las propias autoridades fiscales, cuando no se ha cobrado el crédito fiscal, o bien, vía 
excepción, cuando éste pretenda cobrarse, por los medios de defensa correspondientes. En ese 
sentido, si el alcance de la declaratoria de nulidad de los actos del procedimiento administrativo de 
ejecución de un crédito fiscal por actualizarse la prescripción de las facultades de cobro de la 
autoridad, se traduce en que el actor obtiene la satisfacción absoluta de la pretensión planteada en el 
juicio contencioso administrativo federal; es decir, esa declaratoria provoca la insubsistencia plena de 
la resolución impugnada, ante la ilegalidad de dichas facultades, ello implica que el pago realizado por 
el particular como consecuencia del crédito, constituye un pago de lo indebido susceptible de 
devolución, en términos del artículo 22, cuarto párrafo, del código mencionado. 
 
DÉCIMO SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 522/2017. Roberto Alfonso de Leo Vargas. 25 de enero de 2018. Unanimidad de votos. 
Ponente: María Guadalupe Molina Covarrubias. Secretario: José Joaquín de la Fuente Arriaga. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017260  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 22 de junio de 2018 10:28 h  

Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.16o.A.27 A (10a.)  

 
NEGATIVA DE LA SUSPENSIÓN DE LA EJECUCIÓN DEL ACTO ADMINISTRATIVO IMPUGNADO 
RESUELTA POR LA AUTORIDAD FISCAL. AL ELIMINARSE LA POSIBILIDAD DE CONTROVERTIRLA EN 
LA VÍA INCIDENTAL, CON MOTIVO DE LA REFORMA AL ARTÍCULO 28, PRIMER PÁRRAFO, DE LA LEY 
FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL 
DE LA FEDERACIÓN EL 10 DE DICIEMBRE DE 2010, PUEDE IMPUGNARSE MEDIANTE UN JUICIO DE 
NULIDAD INDEPENDIENTE. De la redacción actual del precepto citado, se advierte que el legislador 
suprimió, de entre las facultades del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, la de analizar en la 
vía incidental, la legalidad de la negativa de la suspensión de la ejecución del acto impugnado resuelta 
por la autoridad fiscal. En estas condiciones, esa negativa constituye un procedimiento independiente 
al juicio contencioso administrativo en el que se impugnó la legalidad del acto cuya suspensión se 
solicitó en sede administrativa. Por tanto, al tratarse de una decisión definitiva, es susceptible de 
impugnarse mediante un juicio de nulidad independiente. 
 
DÉCIMO SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 650/2017. Municipio de Chiconcuac, Estado de México. 28 de febrero de 2018. 
Unanimidad de votos. Ponente: María Guadalupe Molina Covarrubias. Secretario: José Joaquín de la 
Fuente Arriaga. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017238  

Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 22 de junio de 2018 10:28 h  

Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. LXXXIII/2018 (10a.)  

 
ESTÍMULO FISCAL. EL ARTÍCULO TERCERO TRANSITORIO, FRACCIONES II, III Y IV, DE LAS 
DISPOSICIONES DE VIGENCIA TEMPORAL DEL DECRETO DE REFORMAS A LA LEY DEL IMPUESTO 
SOBRE LA RENTA, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE NOVIEMBRE DE 
2015, QUE LO PREVÉ, NO CONTRAVIENE EL PRINCIPIO DE COMPETITIVIDAD O LIBRE CONCURRENCIA. 
El artículo citado al prever el beneficio consistente en efectuar la deducción inmediata de la inversión 
de bienes nuevos de activo fijo a los porcentajes establecidos en el citado numeral, en lugar de las 
previstas en los artículos 34 y 35 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, deduciendo en el ejercicio en 
el que se adquieran los bienes, no vulnera el principio de competitividad o libre concurrencia, 
establecido en los artículos 25, 26 y 28 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
pues éstos sólo regulan los lineamientos rectores del desarrollo económico nacional, que orientan las 
políticas públicas para propiciar un mayor crecimiento, incluso, el establecimiento o la eliminación de 
ciertos beneficios en los esquemas tributarios, como el contenido en la norma reclamada. Además, es 
al órgano legislativo a quien le corresponde organizar y conducir el desarrollo nacional, por lo que 
válidamente puede diseñar estímulos fiscales a favor de determinados sujetos, fines y efectos sobre 
la economía, precisando las áreas de interés general, estratégicas y/o prioritarias que requieren 
algún tipo de beneficio o intervención a efecto de fomentarla por interés social o económico nacional, 
lo cual no implica que el establecimiento de estímulos, su imposición, modificación, incluso, su 
derogación tenga una afectación a los principios rectores de la economía nacional, pues es el propio 
legislador, quien en ejercicio de sus atribuciones, determina si la economía nacional debe continuar 
manteniendo o no un determinado beneficio fiscal, como lo es el estímulo concedido a través del 
artículo tercero, fracciones II, III y IV, de las Disposiciones de Vigencia Temporal del Decreto de 
Reformas a la Ley del Impuesto sobre la Renta, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 de 
noviembre de 2015. Esto es, en atención a ese ámbito de configuración del que libremente goza el 
legislador en materia de estímulos fiscales, es éste quien determina cuáles sectores de la economía 
requieren de un impulso y los que no, o bien, cuándo considera viable que deban restringirse, limitarse 
o, incluso, derogarse, sin que se requiera de una motivación reforzada y de un control estricto por parte 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a efecto de no anular la referida libertad y no interferir en 
las competencias propias de otros poderes de la Unión. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 1251/2016. Propimex, S. de R.L. de C.V. y otras. 23 de agosto de 2017. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo,  
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Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien votó con el sentido, pero con 
salvedad en las consideraciones. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Fernando Cruz 
Ventura. 
 
Amparo en revisión 206/2017. Hella Automotive México, S.A. de C.V. 18 de octubre de 2017. Cinco votos 
de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien votó con el sentido, pero 
contra consideraciones. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Néstor Rafael Salas Castillo. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017240  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 22 de junio de 2018 10:28 h  

Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: XXI.2o.P.A.26 A (10a.)  

 
IMPUESTOS ADICIONALES. LOS ARTÍCULOS 36 A 41 DE LA LEY NÚMERO 134 DE INGRESOS PARA EL 
MUNICIPIO DE ACAPULCO DE JUÁREZ DEL ESTADO DE GUERRERO, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2016 
QUE LOS PREVÉN, AL NO PARTICIPAR DE LA MISMA NATURALEZA JURÍDICA DEL TRIBUTO 
PRIMIGENIO, NI REFLEJAR LA VERDADERA CAPACIDAD CONTRIBUTIVA DE LOS CAUSANTES, VIOLAN 
EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. Los preceptos referidos, al establecer 
impuestos adicionales a cargo de las personas físicas o morales que realicen pagos por concepto de 
impuestos y derechos del Municipio de Acapulco de Juárez, Guerrero, violan el principio de 
proporcionalidad tributaria, contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, pues no existe congruencia entre el mecanismo impositivo que prevén y la 
capacidad contributiva de los sujetos pasivos, ya que no fueron diseñados para gravar, en un segundo 
nivel, determinada manifestación de riqueza previamente sujeta a imposición, mediante un impuesto 
primario, como operan las "sobretasas" u otras contribuciones adicionales –cuyo hecho imponible 
gira en torno a una misma actividad denotativa de capacidad económica–, sino que fueron 
estructurados para gravar globalmente todos los pagos de contribuciones municipales efectuados, 
por lo que su hecho imponible se materializa al momento de cumplir con esa obligación tributaria; de 
ahí que los gravámenes adicionales aludidos no participan de la misma naturaleza jurídica del 
impuesto primigenio, sobre el que se calcula su monto, pues no se circunscriben a una sola 
contribución mediante el pago de un doble porcentaje, sino que tienen por objeto gravar todos los 
pagos por concepto de impuestos y derechos municipales, lo que no refleja la verdadera capacidad 
contributiva de los causantes. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO PRIMER 
CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 511/2017. Vicente Ávila Ortiz. 15 de marzo de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: 
Mario Alejandro Nogueda Radilla, secretario de tribunal autorizado por la Comisión de Carrera Judicial 
del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrado, en términos del 
artículo 81, fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. Secretario: Edgar 
Herrera Borja. 
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CATASTRO MUNICIPAL DEL ESTADO DE GUERRERO. LA LEY RELATIVA NÚMERO 676, PUBLICADA EN 
EL PERIÓDICO OFICIAL DE LA ENTIDAD EL 3 DE ENERO DE 1984, CARECE DE VALIDEZ Y ES 
INCONSTITUCIONAL, AL NO HABER SIDO REFRENDADO EL DECRETO CORRESPONDIENTE POR EL 
SECRETARIO DEL RAMO. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la 
jurisprudencia 2a./J. 95/2011, de rubro: "REFRENDO DE LOS DECRETOS PROMULGATORIOS DEL 
TITULAR DEL EJECUTIVO DEL ESTADO DE QUINTANA ROO. CORRESPONDE AL SECRETARIO DE 
GOBIERNO Y AL FUNCIONARIO DEL RAMO RELATIVO.", determinó que conforme al artículo 93 de la 
Constitución Política del Estado de Quintana Roo, en su texto anterior a la reforma publicada en el 
Periódico Oficial local el 30 de julio de 2013, los decretos promulgatorios, mediante los cuales el titular 
del Poder Ejecutivo de esa entidad ordena publicar las leyes o decretos expedidos por la Legislatura, 
deben estar firmados o refrendados por el secretario de Gobierno y por el funcionario del ramo relativo 
a que el asunto o materia del decreto corresponda pues, de lo contrario, no se satisface uno de los 
requisitos para su formación válida. Por su parte, el artículo 76 de la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de Guerrero, vigente en 1984, señala que para su validez y observancia, las leyes, 
decretos, reglamentos y demás disposiciones de carácter general que el gobernador promulgue, 
expida o autorice, deben ser refrendados por el secretario general de Gobierno y por el titular del ramo 
que corresponda. En consecuencia, si el decreto que contiene la Ley de Catastro Municipal del Estado 
de Guerrero Número 676, publicado en ese año, no tiene el refrendo del entonces secretario de 
Finanzas de la entidad, dicho ordenamiento carece de validez; lo que conlleva su inconstitucionalidad 
y la de los actos que de ella emanan. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO PRIMER 
CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 511/2017. Vicente Ávila Ortiz. 15 de marzo de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: 
Mario Alejandro Nogueda Radilla, secretario de tribunal autorizado por la Comisión de Carrera Judicial 
del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrado, en términos del 
artículo 81, fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. Secretario: Edgar 
Herrera Borja. 
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PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN CAMBIARIA. LAS CAUSAS QUE LA INTERRUMPEN EN RELACIÓN CON 
EL AVALADO, NO LO HACEN RESPECTO DEL AVALISTA, QUIEN ES UN OBLIGADO CAMBIARIO MÁS DEL 
TÍTULO DE CRÉDITO. La interpretación del artículo 166 de la Ley General de Títulos y Operaciones de 
Crédito que establece, entre otras cosas, que las causas que interrumpen la prescripción respecto de 
uno de los deudores cambiarios, no la interrumpen respecto de los otros, salvo que se trate de los 
signatarios de un mismo acto que por ello resulten obligados solidariamente; debe entenderse 
necesariamente a la luz de la solidaridad –que es la propia del derecho cambiario– y que existe entre 
el avalado y el aval, prevista en los artículos 114 y 154 del mismo ordenamiento legal. Dicha solidaridad 
consiste en que todos los obligados cartulares (ya sea porque asumen la misma obligación cartular 
directa de pago, la derivada del endoso o del aval), responden solidariamente frente al portador 
legítimo y ninguno de ellos puede oponer el beneficio de orden y excusión, por lo que la expresión 
"signatarios de un mismo acto" atiende a la circunstancia por la cual, en un mismo acto cambiario, 
participan varias personas por ejemplo: dos libradores, dos personas que endosan al mismo tiempo 
un título, dos o más avalistas, dos o más aceptantes; pero ello de ninguna manera significa que se trate 
de actos suscritos en la misma fecha o realizados previamente a la circulación del título de crédito. Por 
tanto, si se parte del entendido de que la suscripción del título de crédito y el aval son dos actos 
jurídicos diferentes, resulta inconcuso que las causas que interrumpen la prescripción de la acción 
cambiaria en relación con el obligado principal o librador, no son útiles para obstaculizarla por lo que 
toca al aval; de ahí que, en estos casos, no opera la excepción prevista en la segunda parte del artículo 
166 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 97/2017. Entre las sustentadas por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil 
del Tercer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Cuarto Circuito. 15 de noviembre de 
2017. La votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José 
Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo, de los Ministros Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretario: Jorge Arriaga Chan Temblador. 
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CONTRAPRESTACIÓN POR LA PRÓRROGA DE CONCESIONES PARA USAR, EXPLOTAR O 
APROVECHAR EL ESPECTRO RADIOELÉCTRICO. AL NO COBRARSE DE MANERA REGULAR, LE ES 
INAPLICABLE LA REGLA PREVISTA PARA LA APROBACIÓN DE LOS APROVECHAMIENTOS EN EL 
ARTÍCULO 10, TERCER PÁRRAFO, DE LA LEY DE INGRESOS DE LA FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO 
FISCAL DE 2016. En el precepto citado, el legislador previó dos procedimientos para calcular los 
montos de los aprovechamientos por parte de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, así como 
las consecuencias en caso de que no fueran sometidos a la aprobación de dicha dependencia, o bien, 
que su importe fuera negado. En el primero, contenido en su tercer párrafo, se establece que la 
secretaría de Estado aludida, mediante resoluciones de carácter particular, aprobará los montos de 
los aprovechamientos, a condición de que la propuesta se formule durante los meses de enero y 
febrero de 2016; regla que aplica en los supuestos en que la contraprestación deba realizarse con una 
periodicidad anual y su cobro se efectúe de manera regular, en el entendido de que si las propuestas 
de cambio no hubieran sido sometidas para su aprobación en el plazo mencionado, no podrán cobrarse 
a partir del uno de marzo siguiente. A diferencia de lo anterior, en el segundo procedimiento, contenido 
en el décimo primer párrafo del artículo indicado, se establece una regla específica para los 
aprovechamientos que no se cobren de manera regular y, en consecuencia, que no se hubieran 
solicitado en el ejercicio inmediato anterior, consistente en que las dependencias interesadas deben 
someter para su aprobación a la secretaría mencionada el monto de los aprovechamientos que 
pretendan cobrar, en un plazo no menor a diez días anteriores a la fecha de su entrada en vigor. En 
estas condiciones, la contraprestación por la prórroga de concesiones para usar, explotar o 
aprovechar el espectro radioeléctrico no tiene el carácter de un aprovechamiento que deba 
determinarse anualmente y, en consecuencia, no se cobra de manera regular, en tanto que su cálculo 
se efectúa en función de la oportunidad con la cual se solicita por el concesionario, por lo que le es 
inaplicable la primera de las reglas señaladas. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO EN 
COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON RESIDENCIA EN LA 
CIUDAD DE MÉXICO Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 
 
Amparo en revisión 130/2017. Estación Alfa, S.A. de C.V. y otro. 15 de marzo de 2018. Unanimidad de 
votos. Ponente: Patricio González-Loyola Pérez. Secretario: Carlos Luis Guillén Núñez. 
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CONCESIONES PARA USAR, EXPLOTAR O APROVECHAR EL ESPECTRO RADIOELÉCTRICO. 
REQUISITOS QUE DEBE CONTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE SE DETERMINE EL MONTO DE LA 
CONTRAPRESTACIÓN POR SU OTORGAMIENTO O PRÓRROGA. La exigencia jurídica que pesa sobre la 
autoridad encargada de determinar el monto de la contraprestación mencionada, de fundar y motivar, 
en lo conducente, la resolución que decide sobre el otorgamiento o la prórroga de la concesión, le 
vincula a invocar las disposiciones jurídicas aplicables y a señalar los elementos y las operaciones 
matemáticas con las que obtuvo aquél, con objeto de que el concesionario pueda conocer el 
procedimiento seguido para calcularlo, sin que sea exigible que en la resolución conste el despliegue 
de dichas operaciones, pues lo relevante es la indicación metodológica para su determinación y no la 
exposición secuencial de su desarrollo. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO EN 
COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON RESIDENCIA EN LA 
CIUDAD DE MÉXICO Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 
 
Amparo en revisión 130/2017. Estación Alfa, S.A. de C.V. y otro. 15 de marzo de 2018. Unanimidad de 
votos. Ponente: Patricio González-Loyola Pérez. Secretario: Carlos Luis Guillén Núñez. 
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CONCESIONES PARA USAR, EXPLOTAR O APROVECHAR EL ESPECTRO RADIOELÉCTRICO. LOS 
CONCESIONARIOS CARECEN DEL DERECHO PARA INTERVENIR EN LA DETERMINACIÓN DE LAS 
CONDICIONES QUE SE LES FIJARÁN Y EL MONTO QUE DEBAN CUBRIR POR SU OTORGAMIENTO, 
PRÓRROGA O MODIFICACIÓN. La concesión administrativa es el acto por medio del cual se otorga a un 
particular el manejo y la explotación de un servicio público o la explotación y aprovechamiento de 
bienes del dominio del Estado; es un acto jurídico mixto, sujeto tanto a las estipulaciones convenidas 
entre el órgano de autoridad competente y el interesado, como a las disposiciones jurídicas que 
regulan el servicio público que debe prestarse o el bien público por explotar, lo que garantiza los 
intereses legítimos de los concesionarios y de la colectividad. Por su parte, conforme a los artículos 
25, 27 y 28 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las concesiones en materia de 
telecomunicaciones permiten que entidades diversas de la administración pública realicen la 
explotación, uso y aprovechamiento del espectro radioeléctrico, que constituye un bien del dominio 
público de la Federación de especial importancia; de ahí que el procedimiento para su otorgamiento, 
prórroga o modificación se sujete a un diseño de política regulatoria especial, que comprende el pago 
de una contraprestación, cuyo importe se determina por los órganos del Estado, bajo el compromiso 
de ejercer su rectoría en las áreas prioritarias de la economía nacional, para lo cual, debe conducirse 
de manera que se fomente una sana competencia entre los diferentes prestadores de servicios de 
telecomunicaciones, a fin de que éstos se presten con mejores precios, diversidad y calidad en 
beneficio de los usuarios, y promover una adecuada cobertura social, sin que de la normativa 
constitucional y legal aplicable se advierta algún precepto del que derive el derecho de los 
concesionarios de participar para ese efecto. Por tanto, carece de sustento la pretensión de éstos para 
que, previo al otorgamiento, prórroga o modificación de una concesión para usar, explotar o 
aprovechar el espectro radioeléctrico, se les permita intervenir en la determinación de las 
condiciones que se les fijarán y el monto que deban cubrir por esos conceptos. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO EN 
COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON RESIDENCIA EN LA 
CIUDAD DE MÉXICO Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 
 
Amparo en revisión 130/2017. Estación Alfa, S.A. de C.V. y otro. 15 de marzo de 2018. Unanimidad de 
votos. Ponente: Patricio González-Loyola Pérez. Secretario: Carlos Luis Guillén Núñez. 
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